
155

voto voluntario y voto obligatorio



156



157El voto como derecho: una cuestión de principios

El voto como derecho:                                       

una cuestión de principios1

�
Lucas Sierra

C E P  C H I L E

Introducción

En materias de régimen electoral, la pregunta que interroga por el 
carácter normativo del voto, es decir, la pregunta acerca de si se trata 
de un derecho o de un deber, es quizás la que está más intensamente 
asociada a cuestiones de principio, a ideas regulativas. 

No se trata de un tema puramente «técnico», sujeto básicamente 
a criterios de efi ciencia. Varias cuestiones relativas al régimen electo-
ral tienen este carácter eminentemente «técnico», por ejemplo, ¿qué 
sistema de inscripción automática funciona mejor?, ¿cuál es el mejor 
mecanismo para mantener actualizado un padrón electoral de ins-
cripción automática?, ¿cómo se garantiza la autonomía política del 
regulador electoral?, ¿cuál es el mecanismo más efi ciente y confi able 
de voto electrónico?

A la pregunta por el carácter voluntario u obligatorio del voto, en 
cambio, subyacen criterios de corrección normativa, criterios asocia-
dos a la moralidad política a la que aspiramos. Por esto esta discusión, 
me parece, no debe estar sujeta nada más que a criterios de conse-
cuencia, de resultado, como por ejemplo la posibilidad de que el voto 
voluntario conlleve un aumento de la abstención electoral. También, 

1 Agradezco los comentarios de Harald Beyer (cep) al borrador de este artículo. 
También agradezco la incansable e inteligente ayuda de Ingrid Haarr (Universidad de 
Bergen), ayudante de investigación en el cep. Ninguna de estas personas, sobra decirlo, 
tiene responsabilidad alguna por los errores u omisiones que pueden haber quedado.
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y antes que nada, ésta es una discusión que debe estar deontológi-
mente guiada, es decir, debe atender a criterios de corrección que, 
en algún sentido, son (y deben ser) totalmente independientes de los 
resultados o consecuencias que se pueden seguir de ellos.

Por lo mismo, esta discusión está relacionada con algunas pregun-
tas fundamentales sobre la comunidad política organizada, y sobre 
las relaciones que se dan entre ésta y los individuos que la integran. 
Entre las varias formas que estas relaciones pueden asumir, dos muy 
importantes están asociadas al sistema jurídico. Se corresponden 
con dos categorías jurídicas elementales: derecho y deber. Por esto, 
la pregunta por el carácter normativo del voto suele ponerse en estos 
términos: ¿votar es un derecho o un deber?

Ésta es una pregunta importante, porque los deberes expresan una 
forma de relación entre el Estado y los individuos muy distinta a la 
que expresan los derechos. Hay una diferencia radical entre ambas: 
los deberes están a merced del soberano. Los derechos, en cambio, no 
lo están, pues tienen un núcleo duro, intangible al soberano. El hecho 
de que los deberes estén a merced del soberano queda en evidencia 
al pensar que ellos pueden ser impuestos, agravados, aligerados e, 
incluso, pueden ser eximidos por una decisión soberana.

Más abajo volveré sobre este argumento, e intentaré hacerme car-
go de algunas visiones alternativas. Antes, sin embargo, me referiré 
al escenario en el cual esta discusión se despliega hoy en Chile. Este 
escenario tiene que ver con otra característica de nuestro régimen 
electoral: la inscripción voluntaria. Si bien, analíticamente, la forma 
de inscripción electoral es distinta e independiente del carácter nor-
mativo del voto, desde un punto de vista político ambas cuestiones 
están vinculadas. De hecho, en Chile fueron vinculadas al presen-
tarse el año 2004 proyectos de reforma orientados a materializar la 
inscripción automática y el voto voluntario.2

2 Por ejemplo, la moción con un proyecto de reforma constitucional que deroga 
la obligatoriedad del voto, presentada el 08/06/04 (Boletín 3544-07), respecto del 
cual aún no se evacúa el primer informe por parte de la Comisión de Constitución, 
Legislación, Justicia y Reglamento del Senado. Y el Mensaje 101-351, del 24/06/04, 
con un proyecto de ley para reformar el sistema de inscripción electoral. Todavía 
se encuentra en primer trámite constitucional y en enero de 2005 se le retiró la 
urgencia simple que tenía. También existe la moción con un proyecto de reforma 
constitucional para derogar la obligatoriedad del voto.
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Analíticamente, es preciso separar ambas cuestiones. Políticamente, 
es probable que también. Esto, pues la discusión más compleja y se-
minal sobre el carácter normativo del voto, no debería afectar ni re-
trasar la relativa a la inscripción automática, que parece susceptible 
de un despacho más expedito. A efectos de situar bien la discusión 
sobre el carácter normativo del voto, además, es conveniente contar 
ya con inscripción automática. Esto, a fi n de conjurar un temor que 
suele asociarse al voto voluntario: su supuesta capacidad de aumen-
tar la abstención electoral a niveles comprometedores para el siste-
ma democrático. Si hay inscripción automática, este argumento de 
carácter contingente puede ser contrarrestado con otro argumento 
contingente: cualquier aumento eventual de la abstención por la no 
obligatoriedad de votar, puede ser compensado por la enorme masa 
de votantes potenciales que se incorpora al sistema. Probablemente, 
un grupo de éstos votará en número sufi ciente como para contra-
rrestar la ausencia de quienes ya estaban inscritos y ahora deciden, 
voluntariamente, abstenerse.3

La incorporación de semejante masa de votantes eventuales que 
traería la inscripción automática genera otro temor. Éste está asocia-
do a la supuesta volatividad que con ellos se introducirían al sistema 
democrático. Esta volatividad, se dice, sería exacerbada por el carác-
ter voluntario del voto. ¿Cómo son los potenciales votantes a los que 
la inscripción automática dejaría entrar? ¿Quiénes son los actuales 
no inscritos?

El escenario de la discusión: entre la nostalgia                            
y el perfeccionismo republicano

Parto por señalar que no me parece que la democracia chilena esté en 
algún peligro inminente. Pero sí hay un hecho preocupante: su pa-
drón electoral envejece progresivamente. Esto, pues más de un cuar-

3 Véase, al respecto, Wilhelm (1998). Por otra parte, la supuesta relación causal 
que habría entre voluntariedad y abstención no parece ser necesaria. Así, por ejem-
plo, Fernández (1998: 9) afi rma: «no es posible sostener que la obligatoriedad del 
voto y la participación se correlacionan siempre positivamente… Los ejemplos son 
de Venezuela (antes del cambio hacia la voluntariedad tuvieron una abstención sin 
precedentes) y Colombia».
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to de la población en edad de votar no está inscrita en los registros 
electorales.

Se trata, en su inmensa mayoría, de jóvenes. ¿Qué entendemos 
por «jóvenes»? Difícil. La juventud es una idea relativa, esencialmen-
te relacional. Y la experiencia nos enseña que, a medida que enve-
jecemos, aumenta la relatividad con que la usamos. Así, el límite de 
la juventud es como la línea del horizonte: a medida que avanzamos 
hacia ella, parece alejarse.

Con todo, los estudios suelen considerar como «jóvenes» a las 
personas entre 18 y 24 años de edad. El año 1988, del total de la po-
blación así defi nida como «joven», cerca de un 91,1% estaba inscrito 
en los registros electorales. Estos días, lo está menos de un 20% de 
esa población.

Pero 1988 eran otros tiempos. Eran tiempos épicos. Mucho esta-
ba en juego, demasiado estaba en juego: la prolongación de la dic-
tadura (con algunos disfraces, claro, travestida) o la democracia. El 
aire estaba cargado de esperanzas profundas, de un sentido de guerra 
justa, de una utopía esencial, de sentimientos de comunidad. Era un 
escenario en el que se fusionaban los mundos privados y el mundo 
de lo público. En algún sentido, el proyecto colectivo era el proyecto 
individual. En semejante contexto, es fácil comprender, no se podía 
hacer otra cosa que inscribirse en los registros electorales.

Los tiempos han cambiado, por suerte. Las instituciones y prácticas 
de la democracia se han extendido y profundizado. Poco a poco, las 
libertades individuales se han venido potenciando. Pero de la mano 
de esto, claro, el escenario se ha vaciado de la épica, de la poesía, de la 
envolvente utopía de 1988. La política y los partidos políticos dejaron 
de constituir ese lugar en el mundo que constituían hasta los grandes 
cambios de la política mundial de fi nes de la década de 1980. Ya no 
proveen el sentido holístico de la realidad que solían proveer.

Siguen siendo importantes y necesarios, por supuesto, pues hacen 
funcionar el sistema democrático por la vía de universalizar los múl-
tiples intereses de la ciudadanía, manteniendo a raya males terribles, 
como el populismo. Pero ya no nos ayudan, como antes, a instalarnos 
en el mundo.

Aunque suene paradójico, todo esto es, precisamente, el triunfo de 
la utopía democrática. Esto, pues, en su máxima expresión, la demo-
cracia no es poética, ni heroica, ni épica. Es, como le oí decir a Mario 
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Vargas Llosa hace algunos años en Chile, mediocre. Es plana, algo abu-
rrida. Pero no hay que desesperanzarse, ni aburrirse más de la cuenta, 
pues la estabilidad del horizonte institucional permite la libertad indi-
vidual. Permite que, desde el público mundo de la política, la vida se 
recoja a los infi nitos mundo privados de cada uno de nosotros.

Es interesante recordar, a propósito de esto, una maldición china 
que reza: «Ojalá vivas tiempos interesantes». Esos tiempos interesan-
tes son tiempos revolucionarios, de grandes cambios y convulsiones, 
que pueden ser heroicos, épicos, comunitarios; pero si se prolongan 
demasiado, terminan arrebatando la posibilidad de los proyectos 
individuales, terminan impidiendo que se actualice la potencia que 
yace en cada uno de nosotros. 

Al respecto Arturo Fontaine ha escrito: 

La utopía democrática es que la política pase a ser una lata y las vi-
das particulares, entretenidas. Salvo que, por supuesto, también lo 
privado se puede vaciar y llenar de lata, salvo que el peso de la liber-
tad oprima y se añore la épica del movimiento político totalizador. 
Porque, salvo en una sociedad totalitaria o fundamentalista, el indi-
viduo no encuentra en el Estado un proyecto de vida sino tan sólo la 
posibilidad de explorarlo (2002: 10).

Hay razones, por tanto, para desdramatizar el análisis de la rela-
ción entre jóvenes y política hoy en Chile. Hay que mirarla contra 
el horizonte de normalidad que dan la institucionalidad y la prácti-
ca democrática. No para quedarse de brazos cruzados, obviamente, 
como un espectador complaciente, sino que para evitar el tono apo-
calíptico que suele alcanzar el debate autofl agelante sobre este asunto. 
Un tono más sobrio, además, contribuye a situar mejor la discusión 
en torno al carácter normativo del voto.

Hay, al menos, tres razones para evitar el tono apocalíptico. Y las 
tres están relacionadas entre sí:

 En algún momento, ojalá pronto, la regulación electoral debe-
ría ser reformada, estableciéndose la inscripción automática en 
los registros electorales o reduciéndose considerablemente los 
costos de entrada que hoy existen al padrón electoral (mediante 
formas más sencillas y expeditas para inscribirse). Así y todo, 
podría ocurrir que los actuales no inscritos, abriéndose la ins-

•
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cripción automática, no voten, sobre todo si se establece la vo-
luntariedad del voto. Pero aquí entra a jugar la siguiente razón.

 La experiencia enseña que al salir de la juventud y entrar más 
decididamente al sistema laboral, entre los 25 y 30 años, las 
personas tienden a participar más en las elecciones. Esto, pues 
se intensifi ca su tráfi co con el sistema institucionalizado (por 
ejemplo, deben someterse a relaciones laborales, deben pagar 
impuestos y cotizar para su futuro), lo que puede incentivar 
su interés en participar, mediante el voto, de la forma en que 
se moldea este sistema institucionalizado. Pero, ¿será esto vá-
lido para los jóvenes no inscritos de hoy? ¿No son éstos unos 
desencantados irreversibles, unos marginales que no están ni 
ahí, unos antisistémicos, unos verdaderos marcianos en la po-
lis de nuestra democracia institucionalizada? Es el turno de la 
siguiente razón.

 Todo indica que marcianos en la polis no son. Algunos datos 
sugieren que estos jóvenes son similares a los jóvenes inscritos 
y, en general, no demasiado distintos a toda la población (ins-
crita y no inscrita). Se trata, simplemente, de jóvenes.4

Si se analizan a la luz de la distinción entre inscritos y no inscritos, 
los datos de la Encuesta Nacional de Opinión Pública del Centro de 
Estudios Públicos (cep), de junio/julio de 2005, ayudan a sustentar 
esta última razón. Ellos muestran que hay pocas diferencias entre la 
población no inscrita (compuesta, como se viene diciendo, mayori-
tariamente por jóvenes) y la inscrita. En general, sus opiniones frente 
a distintas cuestiones son similares.

Por ejemplo, frente a la pregunta en torno a cuáles serían los 
problemas que debería dedicar el mayor esfuerzo en solucionar el 
Gobierno (véase gráfi co 1), la barra más oscura muestra las respuesta 
de los no inscritos y la más clara las de los inscritos. Como se ve, no 
hay diferencias signifi cativas.

Ahora bien, las respuestas a la pregunta «¿Con cuál posición polí-
tica usted se identifi ca más?» (gráfi co 2), muestra claramente que las 
diferencias políticas entre ambos grupos son bajas. Y es interesante 

4 Una conclusión similar, me parece, puede desprenderse de Toro (2006).

•
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notar aquí que los no inscritos se identifi can un poco más con la de-
recha/centro derecha que los inscritos.

Lo mismo ocurre en una clasifi cación más gradual a lo largo de 
un eje izquierda/derecha. Las diferencias entre ambos grupos son in-
signifi cantes y el grueso de ellos tiende a ubicarse, como el común de 
la población, en el centro. No hay, por tanto, posturas políticamente 
radicales, como lo muestra el gráfi co 3.

Gráfi co 1
Problemas a los que debería dedicar el mayor esfuerzo en solucionar el Gobierno (Total muestra) 

(Fuente: en base al Estudio Nacional de Opinión Pública, junio-julio 2005)

Gráfi co 2
¿Con cuál posición política usted se identifi ca más o simpatiza usted más? (Total menciones) 

(Fuente: en base al Estudio Nacional de Opinión Pública, junio-julio 2005)
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Gráfi co 3
Mucha gente siente que los conceptos de izquierda y derecha están pasados de moda y a otros 

no les interesa clasifi carse en este esquema. Sin embargo muchas veces siguen siendo útiles para 
resumir de una manera muy simplifi cada lo que piensa la gente en muchos temas. Teniendo esto 
en mente me gustaría que por favor se clasifi cara en la escala siguiente que va de 1 a 10 donde 
1 representa a la izquierda y 10 representa a la derecha (Fuente: en base al Estudio Nacional de 

Opinión Pública, junio-julio 2005)

Las respuestas a esta pregunta me parecen especialmente signifi -
cativas. Se trataba de saber qué tan importante ambos grupos con-
sideraban el estar dispuestos a «servir en las Fuerzas Armadas en el 
momento necesario». Otra vez, las respuestas entre ambos grupos 
no varían signifi cativamente. Y ambos se inclinan a considerarlo im-
portante. Parece difícil encontrar un indicador más elocuente en el 
sentido de que los no inscritos no son anárquicos ni antisistémicos, 
tal como lo muestra el gráfi co 4.

Gráfi co 4
Estar dispuesto a servir en las Fuerzas Armadas en el momento necesario 
(Fuente: en base al Estudio Nacional de Opinión Pública, junio-julio 2005)

Las respuestas a la siguiente pregunta están en línea con las res-
puestas a la anterior. Se interrogó por cuán importante le parecía a los 
encuestados «que los ciudadanos puedan participar en actos de des-



165El voto como derecho: una cuestión de principios

obediencia civil cuando se opongan a acciones ofi ciales». Ambos gru-
pos no muestran opiniones que sean distintas en términos relevantes. 
Es más, los inscritos consideran, en alguna mayor proporción que los 
no inscritos, que la desobediencia civil es «muy importante». Una vez 
más, estos datos sugieren que los jóvenes no inscritos no son una masa 
anárquica y opuesta, por defi nición, al orden institucionalizado:

Gráfi co 5
Que los ciudadanos puedan participar en actos de desobediencia civil cuando se opongan 

a acciones ofi ciales (Fuente: en base al Estudio Nacional de Opinión Pública, junio-julio 2005)

Y ahora, sobre el funcionamiento de la democracia en Chile. Se 
hicieron dos preguntas: «¿Qué tan bien funciona la democracia en 
Chile actualmente?» y, una segunda más prospectiva, «¿Y dentro de 
diez años? ¿Qué tan bien piensa usted que la democracia funcionará 
en ese entonces en Chile?» Respecto de la primera, ambos grupos se 
distribuyen similarmente y ambos tienden a una opinión centrada en 
el medio, una opinión más bien regular:

Gráfi co 6
¿Qué tan bien funciona la democracia en Chile actualmente? 

(Fuente: En base al Estudio Nacional de Opinión Pública, junio-julio 2005)
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Respecto de la segunda, ambos grupos se distribuyen también si-
milarmente, tendiendo a una visión más bien optimista. Incluso, en 
el margen, los no inscritos parecen algo más optimistas:

Gráfi co 7
¿Y dentro de 10 años? ¿Qué tan bien piensa usted que la democracia funcionará en ese entonces en 

Chile? (Fuente: En base al Estudio Nacional de Opinión Pública, junio-julio 2005)

Los datos recién expuestos sustentan la hipótesis de que la incor-
poración de golpe a la ciudadanía activa de la gran masa que hoy 
no está inscrita, producto de la inscripción automática, no aumen-
taría la volatibilidad del sistema democráctico. Probablemente, esto 
tampoco ocurriría si, tras la inscripción automática, se reconoce la 
voluntariedad del voto, es decir, si se reconoce su auténtico carácter 
de derecho.

Ahora bien. Aunque esta interpretación fuera equivocada, y los 
no inscritos transformados de golpe en inscritos fueran muy distin-
tos a los que ya estaban en el padrón electoral, yo tampoco veo un 
problema serio, ni una amenaza real para la democracia. La ausencia 
de volatibilidad en ésta no me parece un valor en sí mismo. La de-
mocracia debería poder procesar opiniones radicalmente distintas, si 
no, sería una democracia muy pobre e insufi ciente. No debería haber 
votantes «normales» ni «anormales» para la democracia. Y, por últi-
mo, si hay una masa con ideas radicalmente distintas de la mayoría, 
es preferible que ella está incorporada a los mecanismos formales de 
la comunidad política, antes que al margen de ellos.
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¿Qué hacer? Registro automático y voto voluntario

Hay que reformar el régimen electoral dando dos pasos sucesivos e 
inmediatos: i) registro automático, y ii) voto voluntario, reconocido 
como tal en la Constitución.

¿Por qué voto voluntario? Como se adelantó al inicio de este tex-
to, el voto voluntario viene dado por razones de principio.5 El voto 
voluntario signifi ca alejarse de un paternalismo democrático y de un 
no menos irritante perfeccionismo moral ciudadano. No quiero de-
cir con esto que no haya una virtud valiosa en participar de la vida 
pública votando. Puede haber, incluso, deberes cívicos para hacerlo, 
y hasta deberes morales. Pero lo que no puede haber es un deber jurí-
dico de votar, pues, como también se adelantó al inicio, el deber jurí-
dico hace mutar el carácter del voto como derecho, transformándolo 
en un deber. Esto, además de contrariar el origen histórico liberal del 
derecho a voto, arriesga peligrosas consecuencias político-constitu-
cionales. Si es un deber, el poder del soberano aumenta enormemen-
te sobre los ciudadanos. Si es un derecho, en cambio, no.

Ello, pues de cara a los derechos, el soberano tiene una capacidad 
de maniobra mucho más limitada. Tiene una facultad restringida 
para limitar el ejercicio de un derecho, pero nunca puede tocar su 
núcleo, menos «eximir» de él a su titular. La Constitución chilena 
consagra esta intangibilidad de los derechos al cerrar el catálogo de 
los derechos garantizados constitucionalmente. Y lo hace consan-
grándola a ella misma como una garantía constitucional: 

La Constitución asegura a todas las personas: la seguridad de que 
los preceptos legales que por mandato de la Constitución regulen o 
complementen las garantías que ésta establece o que las limiten en 
los casos en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su 
esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan 
su libre ejercicio (artículo 19, número 26).

Frente al voto, el soberano puede llegar a tener un confl icto de 
interés, ya que el ejercicio del voto puede signifi car la pérdida de su 
poder, de su calidad de soberano. Por esta razón, es doblemente ne-

5 Estos argumentos también están en Sierra (2005).
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cesario considerar el voto como un derecho. No vaya a ser cosa que, 
ante la amenaza de perder las elecciones, el soberano nos exima del 
«deber» de votar, como puede eximirnos de pagar un impuesto. O 
bien, manipule el cumplimiento del deber al punto de establecer lu-
gares de votación lejanos u horarios de votación particularmente in-
cómodos para la población.

Este es, entonces, el argumento de principio más poderoso: el voto 
voluntario refl eja en la forma más nítida el carácter del voto como 
un derecho. Éste es el origen histórico del sufragio y la razón por la 
cual es tan valioso para los liberales. El voto es un derecho que se 
tiene frente al poder políticamente organizado en el Estado e incluso, 
como todo derecho básico, se puede llegar a tener contra el Estado. 
No discuto que votar pueda ser un deber moral o cívico, pero esto no 
debe llevarnos a convertirlo en un deber jurídico.

El voto, por tanto, debe mantenerse como un derecho jurídico, 
pues la técnica de los derechos es la última garantía que tienen los 
individuos frente al Estado. Los derechos siempre tienen un núcleo 
incombustible e intangible ante el cual el Estado debe detenerse. Si, 
en cambio, el voto se defi ne como un deber jurídico (satisfaciendo 
así nuestro puritanismo cívico), ese núcleo desaparece. A diferencia 
de los derechos, los deberes pertenecen por completo al Estado, el 
que puede agravarlos y manipularlos con bastante discrecionalidad. 
Por esto, siendo fi eles al origen e historia liberal del voto, debemos 
concebirlo como un derecho. Y como todo derecho, su ejercicio debe 
ser voluntario. 

Por otro lado, la voluntariedad del voto asigna correctamente los 
incentivos en el juego de la política. Aunque los votantes pueden 
cambiar sus preferencias, el voto obligatorio produce, desde el punto 
de vista general del sistema democrático, una suerte de «mercado 
cautivo electoral», levantando ciertas responsabilidades de los hom-
bros de quienes se dedican a la política. Si el voto es voluntario, caerá 
sobre los hombros de éstos la responsabilidad de proponer ideas que 
estimulen la votación. ¿Que esto puede incentivar el populismo? Es po-
sible, pero no creo que este peligro sea mucho mayor al que hoy existe.6 

6 Al respecto, Abraham (1955) ha sostenido que el voto obligatorio empuja a las 
urnas a personas sin interés político y que no han ponderado bien su voto. En una 
línea parecida, Lipset (1960) señala que la obligación de votar puede ser indesea-
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El voto voluntario es una muestra de confi anza en los ciudadanos, 
quienes podrán decidir abstenerse en una votación en que no se jue-
ga nada importante para ellos, y votar en otra en la que sí. Y todo esto 
sin que descrean un ápice de la democracia.

Estos argumentos normativos son, a mi juicio, bastante defi ni-
tivos. Pero este análisis no podría estar completo sólo con ellos. 
Es importante discutir las supuestas consecuencias prácticas que 
suelen asociarse a la voluntariedad del voto. Una vez revisadas, 
retomaré la discusión normativa para intentar hacerme cargo de 
eventuales argumentos de principio a favor del voto como deber. 
Después de eso, concluiré.

Las posibles consecuencias. ¿Cuán peligroso es un derecho?

Quizás el argumento más infl uyente contra el voto como derecho, 
basado en sus posibles consecuencias prácticas para la democracia, 
ha sido desarrollado por Arend Lijphart (1997).7 Estas posibles con-
secuencias, negativas, por cierto, serían las siguientes.

El argumento más recurrido señala que la consecuencia del voto 
voluntario sería la desigualdad. Éste acentuaría el sesgo socioeconó-
mico de las sociedades: los más educados y más ricos, por tanto, vo-
tan más que los menos educados y más pobres. Al respecto, escribe 
Lijphart (1997: 3): 

Th is systematic class bias applies with special force to the more 
intensive and time-consuming forms of participation. Steven J. 
Rosenstone and John Mark Hansen (1993, 238) found that, in the 
United States, the smaller the number of participants in political ac-
tivity, the greater the inequality in participation. In other countries, 
too, it is especially the more advantaged citizens who engage in these 
intensive modes of participation both conventional activities such 
as working in election campaigns, contacting government offi  cials, 
contributing money to parties or candidates, and working informa-
lly in the community [...] and unconventional activities like partici-

ble e, incluso, peligrosa, pues forzar a las personas puede implicar la adopción de 
alternativas extremas.

7 En Chile, por ejemplo, Huneeus (2005) lo sigue de cerca.
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pation in demonstrations, boycotts, rent and tax strikes, occupying 
buildings, and blocking traffi  c [...].

Otros autores sostienen lo mismo. Lisa Hill, por ejemplo, dice: 

[Th ere are] important liberal democratic values which compulsion 
may serve, among them: legitimacy, representativeness, political 
equality and minimization of elite power, all of which are important 
democratic ideals [...] compulsory voting enhances the democratic 
principles of popular sovereignty, representativeness, inclusive par-
ticipation and democratic legitimacy [...] non-participation appears 
to disenfranchise the poor [...] Poverty and related socio-economic 
factors are clear indicators for abstention in voluntary systems (2002: 
82-4).

Y en Chile, por su parte, Huneeus (2004: 5) repite esta misma idea: 

Como sostiene el profesor Lijphart, se creará una nueva desigualdad, 
porque votarán los que tienen más interés en la política, que son los 
que tienen más educación. La educación se convierte así en un recurso 
discriminatorio, que es el equivalente funcional a la función que tuvo 
la propiedad o los bienes/riqueza en el siglo xix para ser ciudadano.

Este análisis parece asumir, muy rápidamente, que hay una rel-
ación causal entre situación socioeconómica y preferencia política, 
como si los más acomodados votaran de una manera y los menos, 
de otra. Quizás, éste sea un análisis etnocéntrico, válido sólo para la 

Tabla 1
¿Quién le gustaría a usted que fuera la o el próximo Presidente de Chile? 

(Pregunta abierta, menciones sobre 1%, por edad y escolaridad) (Fuente: Estudio Nacional de 
Opinión Pública, octubre-noviembre 2005)

Edad Escolaridad
18-24
(17%)

25-34 
(21%)

35-54 
(39%)

55 y + 
(23%) 0-3 (7%) 4-8 

(26%)
9-12 

(38%)
13 y + 
(29%)

Bachelet 41 43 36 38 39 40 42 33
Lavín 15 17 17 22 21 22 20 11
Piñera 25 24 24 18 16 18 23 28
Hirsch 6 3 1 1 1 1 2 4
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sociedad norteamericana, que es en la que está pensando Lijphart. 
¿Votan siempre los más pobres por la izquierda y los ricos por la dere-
cha? Difícil decirlo. Por ejemplo, la Encuesta Nacional de Opinión 
Pública del Centro de Estudios Públicos (cep), de octubre/noviembre 
de 2005, preguntó por intención de voto para las elecciones presiden-
ciales que se iban a celebrar en diciembre de ese año (véase tabla 1). 
Es interesante notar que la preferencia por la candidata de centro/
izquierda, Michel Bachelet, tiende a aumentar con los años de edu-
cación (salvo en el último tramo, que decrece), al igual que la del 
candidato humanista/comunista Hirsch, y la del candidato derechis-
ta Piñera. La preferencia por el otro candidato derechista, Joaquín 
Lavín, sin embargo, baja con los años de educación. Esto, pareciera, 
no permite afi rmar que exista siempre una correlación positiva entre 
escolaridad y situación socioeconómica, al menos, no de la forma un 
tanto mecánica en que parecen asumirla Lijphart y algunos de sus 
seguidores.

Además, pareciera haber en este análisis una lógica muy de Guerra 
Fría, en que la política se dividía en claros bloques ideológicos que los 
partidos representaban sin fi suras. El propio Lijphart lo reconoce: 

Other analysts have argued, however, that class voting is changing— 
especially from a dichotomous working versus middle-class contrast 
to more complex and multifaceted class diff erences— instead of de-
clining [...]. In Belgium, surveys have found little or no relationship 
between educational level and voting participation (1997: 3).

Dalton, por ejemplo, es claro en este sentido: 

Although social class remains a signifi cant infl uence on voting choice 
in many nations, electoral research fi nds that class cues carry much 
less weight than they did a generation ago [...] Class voting patterns 
follow a varied decline in American congressional elections, and in 
the 2000 elections the gap was virtually nonexistent [...] erosion of 
class voting is even more pronounced in U.S presidential elections 
[...] occupation, union membership, income, education, and other 
class traits – there is a general decline in the ability of these social 
characteristics to explain electoral choice in most Western demo-
cracies. [Why?] Narrowing in the life conditions of social classes [...] 
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social and occupational mobility [...] changes in the relationship bet-
ween class groups and political parties [...] [and also] an increasing 
salience of New Politics issues [...] social issues not easily related to 
traditional class or religion alignments (2002: 150-63). 

Ahora bien, y como se citó más arriba, este argumento no sólo 
está vinculado a las preferencias políticas eventualmente asociadas a 
los niveles socioeconómicos, sino que también a una cierta diferen-
cia en la participación electoral asociada a estos niveles. En Chile, 
se dice, los pobres se inscribirían en una menor proporción que 
los ricos. Si la inscripción se hace automática, cabe suponer que 
los pobres se abstendrían en una mayor proporción que los ricos. 
¿Resultado? Los pobres serían dejados de lado, las políticas públicas 
no los considerarían. ¿Pasa esto en Chile? No lo sé bien. Sí creo, sin 
embargo, que es razonable esperar que un sistema democrático com-
petitivo genere incentivos para que las candidaturas apelen a la masa 
más amplia posible de potenciales votantes. Y esto, complementado 
con información pública sufi ciente sobre las características, objeti-
vos y efectos de las políticas públicas. Información que permita, por 
ejemplo, conocer y evaluar la focalización del gasto. Todo esto me 
parece más sensato, e institucionalmente más útil, que transformar el 
derecho a votar en un deber.

Otra consecuencia del voto voluntario sería el aumento de la in-
fl uencia del dinero en la política. Así, por ejemplo, el voto obligatorio 
reduciría incentivos a «acarrear» votantes a los lugares de votación. 
El voluntario, en cambio, los aumentaría. ¿Hay sustento empírico 
para sustentar esto? No pareciera que el gasto electoral esté relacio-
nado con el carácter normativo del voto. Más bien, parece estarlo 
con el sistema electoral (si es más o menos competitivo), con la for-
malización del gasto, con la existencia de fi nanciamiento público, 
etcétera. Aunque este argumento relacionado al gasto no me parece 
decisivo, sería interesante explorarlo con mayor cercanía empírica. 

Se ha llegado a sostener que el voto voluntario generaría menores 
incentivos para informarse a la hora de votar. El voto obligatorio, en 
cambio, incentivaría un voto más informado. Este argumento suena 
contraintuitivo, pues parece que el caso es a la inversa: si voy a votar 
voluntariamente, me informo, o voy a votar, precisamente, porque 
me he informado. Es interesante lo que escriben Jakee y Zhen Sun: 
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Indeed, this is a major, and arguably noble, claim: the more people 
vote, the more they become civic and politically minded. Th e funda-
mental problem with this view is twofold. Th e fi rst is methodologi-
cal: no model is ever specifi ed by which this process actually takes 
place. A convincing argument must specify the mechanism by whi-
ch an individual makes the transformation from politically ignorant 
and disinterested to politically savvy, simply by being forced to cast 
a ballot… In the case of compulsory voting, the proponents have not 
even attempted to off er such a model; the transformation process 
is merely assumed. Th e second aspect of this problem comes from 
casual, though compelling, empirical evidence… In any case, the as-
sumption that forcing the vote will somehow transform individuals 
is diffi  cult to sustain by assertion alone… It should be apparent that 
equating higher turnout with greater «legitimacy» (or even improved 
«democracy») is overly optimistic, if not simplistic…Our results cast 
doubt on the «miracle of aggregation» argument, which optimistica-
lly concludes that as long as uninformed votes are not systematically 
biased, they will have no eff ect on voting outcomes (2006: 61-70).

Y, en un sentido análogo, Blainey (1991) piensa que la obligación 
de votar impuesta a los ciudadanos, priva a éstos de la posibilidad 
de actuar responsablemente. Según él, la responsabilidad supone la 
posibilidad de sopesar cursos de acción alternativos, posibilidad que 
resulta negada cuando las personas ejercitan sus derechos encegueci-
das por la obligación legal que pesa sobre ellas. Esto se relaciona con 
un argumento a favor del voto voluntario basado en que éste permi-
tiría refl ejar las verdaderas preferencias de los ciudadanos, mientras 
el obligatorio lo difi cultaría. 

En relación a lo anterior, se apela a un posible efecto educativo 
que produciría el voto obligatorio, y que el voluntario no produciría. 
Lijphart (1997) dice que la obligación de votar fuerza a los apáticos y 
a los desinteresados a informarse, cumpliéndose así el ideal del voto 
informado. Pero esto sólo sería de esta forma si se asume que hay una 
correlación positiva entre el voto obligatorio y la información con 
que se provee el votante. Pero, como se vio inmediatamente arriba, 
no hay certeza de que exista semejante correlación. De hecho, algu-
nos autores han intentado mostrar que el voto obligatorio aumenta 
los votos nulos y blancos, que pueden ser la vía de escape para los 
desinformados e indiferentes.
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Por último, se ha sostenido también que, cuando el voto es vo-
luntario, los políticos prestan menos atención a la masa de votantes 
que cuando es obligatorio. Otra vez, un argumento que parece con-
traintuitivo, porque la obligatoriadad genera una especie de «audien-
cia cautiva» electoral. Si el voto es voluntario, los candidatos tienen 
mayores incentivos para tratar de seducir a los ciudadanos. Como lo 
ha sugerido el Instituto Libertad y Desarrollo (2004: 3): «en un esce-
nario de voto voluntario los partidos y candidatos tendrían que cam-
biar su discurso dirigiéndose a todos los ciudadanos. En este sentido, 
el voto voluntario podría acercar a las personas que están hoy lejos 
de la política y aumentar la legitimidad del sistema democrático». En 
el mismo sentido, Blainey (1991) observa que la obligación de votar 
exime a los partidos políticos de la tarea de persuadir a los ciudada-
nos para que concurran a las urnas.

Hasta aquí la revisión de algunas de las supuestas concecuencias con 
que el voto voluntario afectaría negativamente a la democracia. Como 
se ha visto, todas son muy discutibles y, de hecho, para cada argumento 
se puede encontrar un contraargumento. Vuelvo, por tanto, a la discu-
sión normativa, que parece, repito, la más relevante y defi nitiva.

De vuelta a la normatividad: libertad y sistema de libertades 

En Chile, quien ha intentado avanzar con más vigor y persuasión un 
argumento normativo, de principio, en favor de una participación 
electoral obligatoria, es Tomás Chuaqui. Haciendo pie en una inter-
pretación de Rawls, Chuaqui señala que, si bien obligar a votar im-
plica una limitación de la libertad de las personas, esta limitación 
queda justifi cada porque tiene como resultado la protección de otras 
libertades. Escribe: 

Es evidente que ciertas libertades pueden entrar en confl icto con 
otras, y que por ende, va de suyo que algunas libertades deben ser 
limitadas en vistas a la ampliación del sistema de libertades del que 
participamos en una república democrática… una libertad puede ser 
limitada sólo en nombre de la ampliación de la libertad en otro sen-
tido… (Chuaqui, 2005: 110). 
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Hay aquí, obviamente, ecos rawlsianos: 

Siguiendo la idea de un orden lexicográfi co, las limitaciones a la 
libertad redundan en benefi cio de la libertad misma… una libertad 
menos extensa debe reforzar el sistema total de libertad compartido 
por todos (Rawls, 1995: 232-5).

 
Chuaqui también se apoya en la idea rawlsiana de una estructura 

básica justa de la sociedad. Esto generaría obligaciones para los ciu-
dadanos, las que Rawls llama obligaciones «naturales». Para Rawls, la 
más importante de estas obligaciones «naturales» es la que él denomi-
na obligación «de justicia», que es la obligación de cumplir las leyes 
que son producidas por esa estructura básica justa. Dice Rawls: 

Desde el punto de vista de la justicia como imparcialidad, un deber 
natural básico es el deber de justicia. Este deber nos exige apoyar y 
obedecer a las instituciones justas existentes que nos son aplicables… 
Así, si la estructura básica de la sociedad es justa… todos tienen el 
deber natural de cumplir con su parte conforme al esquema existen-
te (Rawls, 1995: 116). 

Chauqui sigue este argumento: 

Se sigue, entonces, que es razonable que, si la estructura básica de una 
sociedad es justa, o razonablemente justa dadas las circunstancias y 
los contextos particulares de esta sociedad, todos sus miembros tie-
nen un deber de colaborar —siempre que los costos sean bajos— en 
la promoción y protección de esta estructura básica (2005: 111).

Pero, a mi juicio, parece ir más allá de Rawls cuando sugiere que 
el voto obligatorio se justifi ca porque es parte de estas obligaciones 
«naturales».

La siguiente afi rmación de Rawls hace preguntarse esto, haciendo 
dudar si él estaría de acuerdo en extender así la idea: 

Finalmente, para evitar confusiones, ha de tenerse en cuenta que el 
principio de participación se aplica a las instituciones. Este principio 
no defi ne un ideal de ciudadanía, ni tampoco impone un deber que 
exija a todos tomar parte activa en los sucesos políticos. Los deberes 
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y las obligaciones de los individuos son un problema distinto (Rawls, 
1995: 215). 

Chuaqui parece también ir muy allá cuando justifi ca la obligación 
de votar en el principio de la libertad de Rawls, y la exigencia que éste 
hace para poder limitar una libertad: sólo puede limitarse una liber-
tad para proteger otra libertad. Como se citó más arriba: «the limita-
tions upon the extent of liberty are for the sake of liberty itself…» 
(Rawls, 1971: 247, 250). Haciendo pie aquí, Chauqui sugiere que la 
libertad de votar puede ser transformada en obligación, en nombre 
del «conjunto» o «sistema» de libertades. No especifi ca, sin embargo, 
una libertad particular en nombre de la cual podamos trasvestir la 
libertad de votar en obligación. Tampoco queda muy clara la razón 
por la cual se asume que habría una suerte de relación causal, casi 
mecánica, entre la participación electoral y el «sistema» de libertades. 
Como la historia lo enseña, una participación electoral intensa puede 
llevar a restringir e, incluso, a suprimir libertades. El efecto de la par-
ticipación electoral parece no depender tanto de ésta en cuanto tal, 
sino de la dirección en que ella se encamine.

Me atreveré a sugerir que la de Chuaqui es una interpretación muy 
extensiva de Rawls y de su «lexicográfi camente» primer principio de 
la libertad. A mi juicio, este principio es mejor entendido mientras 
más específi cas sean las libertades que se ponen en la balanza. Por 
ejemplo, como cuando, para justifi car el «estado de necesidad», se po-
nen en la balanza la libertad que está asociada a la propiedad privada 
y la que está asociada a la preservación de la vida. O como cuando, 
en un debate, se ordena la discusión: en este caso, son libertades 
de expresión las que se contrapesan. La ecuación es libertad lo más 
específi ca posible contra libertad lo más específi ca posible.

Si se mira con cuidado, el «sistema» o «conjunto» de libertades no 
es una libertad específi ca. Es un fi n colectivo, que tiene mucho que 
ver con las libertades, por supuesto, pero es un bien agregativo, no 
una libertad. Y no sé si funciona bien la balanza de Rawls, basada en 
su principio de la libertad, si en un platillo está la libertad de votar y, 
en el otro, el fi n colectivo de la comunidad política. Porque si se acep-
ta esto, las libertades quedan muy expuestas, amenazadas. La libertad 
de expresión, por ejemplo. Como sabemos, hay discursos que son 
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disfuncionales al sistema político democrático, que son un «ruido» 
desde el punto de vista de la deliberación colectiva. Qué fácil sería 
decir que estos discursos son dañinos para el «sistema» o «conjunto» 
de libertades, e instaurar la censura previa respecto de ellos. No sería 
difícil. En Chile, por ejemplo, se hizo con el artículo 8 original de la 
Constitución de 1980.

Poner libertades individuales y fi nes colectivos en la balanza es 
una proposición que exige una justifi cación especial. Sin embargo, en 
lugar de llevarla a la distancia que propone, lo retrotrae. Esto, cuando 
distingue entre obligatoriedad de la «participación electoral»  y la ob-
ligatoriedad del «voto»: «Lo que quiero remarcar con esta distinción 
es que la obligación a la que hacemos referencia se remite no tanto 
a votar per se, sino a concurrir, muy de vez en cuando, a un lugar de 
votación, posiblemente hacer una cola, y dejar un papelito en una 
caja» (2005: 112).8 

Pareciera, entonces, que no importara la manifestación propia-
mente tal de una preferencia política, que puede contribuir a la de-
liberación que la estructura básica justa de la sociedad requiere, un 
ejercicio, como diría Habermas, de libertades «comunicativas». Por 
el contrario, no sería necesario manifestar esa preferencia política, 
pues nada más se exigiría el acto de depositar un papel en la urna, es 
decir, el cumplimiento más formal posible de la obligación. ¿Justifi ca 
este mero saludo a la bandera transformar la libertad de votar en una 
obligación, y el derecho de votar en deber? Lo dudo.

Frente a ellas, Chuaqui podría agregar que si no se establece una 
obligación de participar electoralmente, surgirán «polizones», free 
riders, en el sistema político democrático. Se trataría, en el fondo, de 
un problema de «acción colectiva»: «Es un problema de acción colec-
tiva, justamente, donde se hace legítima la obligatoriedad… los que 
no votan, son en efecto free riders» (Chuaqui, 2005: 113).

Al transformarlo en un problema de acción colectiva, se asume 
que el voto voluntario hará que las personas dejen de votar, porque 

8 Lisa Hill (2002: 82-3) avanza el mismo argumento: «Th e term ‘compulsory vot-
ing’ is a misnomer.  It is only registration and attendance at a polling place (entail-
ing having one’s name marked off  the roll, collecting the ballot papers and putting 
them in the ballot box) that is compulsory… it is the opportunity to participate 
rather than the voting participation itself that is actively sought by the state».
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votar no estaría en el interés de cada individo racional: «Y en fi n… 
esperar que cada votante interprete su voto en particular como una 
contribución específi ca a la protección de la libertad tampoco es ra-
zonable» (Chuaqui, 2005: 113). A propósito, Lisa Hill se pregunta Is 
voting rational?: 

All the ‘rationality’ dilemmas which plague voluntary systems (eg 
weighing opportunity costs, prisoners dilemmas and free riding) rely 
on notions of rationality that involve separative act utilitarianism 
and individual utility maximisation; but these dilemmas disappear 
under mandatory systems because they treat voting as a problem of 
collective action»… «Compulsion is both economical and effi  cient 
because it frees me from: a) having to overcome uncertainty about 
the value of my vote and b) weighing ‘opportunity costs’ against 
benefi ts in an environment where resources (and information) are 
scarce… (2002: 83-9).

 
Lijphart ha señalado el mismo problema, arguyendo que cada vo-

tante percibe en el acto de votar más costos que benefi cios. Es, de 
nuevo, el problema de la elección racional: «Turnout is a problem of 
collective action, but an unusual one, because turnout entails both 
low costs and low benefi ts [...]; this means that the inducement of 
compulsory voting, small as it is, can neutralize a large part of the 
cost of voting» (1997: 9).

¿Justifi ca el problema del free-riding convertir una libertad en 
obligación, un derecho básico en un deber? De nuevo, tengo mis 
dudas. Entre otras cosas, éstas se derivan de la restringida aplicación 
que se hace del problema de la agencia racional al juego político. 
Votar, manifestar una preferencia política tiene un efecto simbólico 
que, para algún votante, puede signifi car un benefi cio que contra-
rrestre los costos de tener que ir a un local de votación, hacer la cola, 
y marcar para después depositar un papel. Ese potencial benefi cio, 
simbólicamente generado en un «mercado» donde los símbolos va-
len —como es la política—, parece quedar fuera de la pregunta por 
la racionalidad. Esto, pues parece que votar tiene una función ex-
presiva. Como señala Jakee y Zhen Sun: «citizens vote for reasons 
other than the anticipated net (instrumental) benefi ts derived from 
the electoral outcome; they vote to show support, or solidarity, or 
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simply to ‘participate’ in one of democracy’s great civic opportuni-
ties» (2006: 62).

Y parece injusto acusar de «polizón» democrático a una persona 
que, en el libre ejercicio de su derecho a votar, decide abstenerse en 
una o más elecciones, si al mismo tiempo esa persona paga sus im-
puestos y cumple, en general, las leyes de su comunidad política. Hay 
muchas maneras de estar políticamente «comprometido» con una 
democracia moderna. Votar es una de ellas, una muy importante, 
pero no parece ser la única.9

Conclusión

En la discusión sobre el carácter normativo del voto, se avanzan dos 
tipos de argumentos. Unos son normativos, de principio, y otros 
atienden a los posibles efectos prácticos del carácter normativo que 
se elija. Estos últimos son argumentos más consecuencialistas, los 
primeros son más deontológicos. El carácter normativo a elegir es: 
derecho (voluntario) o deber (obligatorio). Este trabajo ha intentado 
mostrar que hay buenas —mejores— razones para elegir el carácter 
de derecho.

Parto por la argumentación basada en los posibles efectos. Me pa-
rece que los posibles efectos prácticos negativos que se le imputan al 
voto como derecho son muy discutibles. Lo son porque o no se dan 
buenas pruebas de los grandes males que auguran, o porque las prue-
bas que se dan pueden ser contrarrestadas con otras pruebas en con-
trario. Estos argumentos consecuencialistas, por tanto, no resultan 
demasiado convincentes. No resultan convincentes porque hay algo 
muy valioso en juego: una libertad individual cargada de simbolismo 

9 Como apunta Dalton: «Turnout rates in national elections.. provide a poor indi-
cator of the overall political involvement of the public» (2002: 38-39). Y, citando a 
Putnam, agrega: «Putnam (1995, 2000) has recently argued that citizen involvement 
in society and politics is waning, and this has serious and dangerous consequences 
for democracy. [However,] citizen interest and participation in the political process 
are not generally decreasing in advanced industrial societies – rather, the forms 
of political action are changing. Th e old forms of action – voting, party work, and 
campaign activity – are in decline. Conversely, participation and citizen-initiated 
and policy-oriented forms of political activity has increased» (2002: 69-70).



180 Lucas Sierra

político. Esto, pues en una democracia, de su ejercicio depende quién 
es el soberano. Parece ser, por tanto, una libertad individual en el más 
preciso sentido que la historia ha dado a las libertades individuales: 
está frente al Estado, y puede estar contra el Estado. La única forma 
de resguardar jurídicamente esta situación política es mediante un 
derecho, y no de un deber, pues los deberes son del Estado. Además, 
ésta parece una actitud menos paternalista frente a las personas que 
se deciden abstener en una elección. Menos paternalista, por ejem-
plo, que la que justifi ca el deber de votar en un problema de acción 
colectiva, descartando, de antemano, la racionalidad del posible jui-
cio político que ha podido tener quien se abstiene.

En consecuencia Chile debería avanzar en dos pasos que se deben 
dar en secuencia, pero inmediatamente uno tras otro: i) confi gurar 
un razonable mecanismo de inscripción automática; y ii) consagrar 
el voto como un derecho, de ejercicio voluntario.

Constitucional y legislativamente, ambas cosas deberían hacerse en 
forma simultánea. Esto, a fi n de que por ningún momento a las perso-
nas no inscritas, que se incorporan de golpe al padrón electoral, se les 
imponga la obligación de votar. Políticamente, sin embargo, debería 
primero lograrse un acuerdo sobre la inscripción automática, y luego 
convenir en el voto como derecho. Esto, pues la inscripción automática 
disipa algunos temores de quienes defi enden el deber de votar.
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Participación electoral obligatoria:             

una defensa1

�
Tomás Chuaqui

P O N T I F I C I A  U N I V E R S I D A D  C AT Ó L I C A  D E  C H I L E

I

Como es bien sabido, en promedio los índices de interés en temas pú-
blicos son más bien bajos en la mayor parte de los países del mundo, 
lo que se manifi esta en los reducidos niveles de participación electo-
ral, especialmente en las democracias en las que ésta es voluntaria. No 
es obvio, sin embargo, que los bajos índices de participación electoral 
sean un problema en sí mismo. Es fácil argumentar, por un lado, que 
se trata más bien de un síntoma de problemas más «profundos» de 
desafección política cuya solución requeriría reformas muy radicales 
de las democracias contemporáneas, a nivel de los sistemas de parti-
dos, de los mecanismos de participación, o incluso de los programas 
de educación y socialización cívica y política. Por otro lado, también 
es posible no reconocer que niveles bajos de participación electoral 
constituyan un défi cit democrático, y plantear que estos niveles son, 
ya sea, satisfactorios, o que es un índice irrelevante en la evalua-
ción de la calidad del funcionamiento de un régimen democrático. 
Después de todo, ¿estaría alguien seriamente dispuesto a sugerir que 
la democracia argentina es superior a la suiza sólo porque está más 
arriba en el ranking de promedios de participación electoral?2

1 Algunas de las ideas aquí presentadas han sido incluidas en forma más sintética 
en Chuaqui (2005).

2 Argentina se ubica en el lugar 66 en el mundo con un promedio de 70,6% de 
participación de población en edad de votar en 16 elecciones desde 1945. Suiza se 
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En este trabajo presentaré una línea de argumentación principal 
para justifi car la obligatoriedad de la participación electoral. Puesto 
que ya han sido presentados por otros estudiosos del tema, no re-
visaré en detalle algunos planteamientos, de diversa plausibilidad, 
que persiguen el mismo objetivo a través de razonamientos distin-
tos, y me concentraré en un conjunto acotado de argumentos que 
se refi eren principalmente a la interpretación de esta obligatoriedad 
como coherente con la protección de la libertad individual. Es de-
cir, se trata de un argumento más bien normativo, que se distingue 
de perspectivas que se enfocan en las consecuencias positivas que 
presumiblemente la obligatoriedad provocaría sobre el sistema polí-
tico. A pesar de que en algunas instancias se presentan argumentos 
enmarcados en una lógica de costos versus benefi cios, y por ende en 
una lógica aparentemente consecuencialista, considero que el susten-
to crucial de la posición defendida corresponde más bien a la idea de 
que la obligatoriedad de la participación electoral no constituye una 
infracción a la libertad personal.

II

Para comenzar, sólo un par de prevenciones. Si se persigue elevar 
la calidad de la democracia, debe reconocerse que los sistemas de 
inscripción, y de obligatoriedad o voluntariedad en la participación 
electoral, son de importancia sólo relativa. Hay muchos otros ele-
mentos del sistema político democrático que deberían ser conside-
rados desde una perspectiva más integral.  Es indudable que, como 
ya se ha sugerido, niveles altos de participación electoral por sí solos 
no necesariamente evidencian la existencia de un sistema democrá-
tico consolidado, o efi caz, o especialmente justo; ni tampoco pue-
de inferirse inmediatamente el arraigo de una cultura democrática 
bien difundida en la ciudadanía. De hecho, en algunas instancias co-
yunturales específi cas podría implicar algo bastante distinto, como 
la existencia de una grave crisis del sistema que moviliza a grandes 
números de votantes, o de un muy recientemente instalado, y proba-

ubica en el lugar 138, con un promedio de 49,3% en 13 elecciones durante el mis-
mo período. Véase International idea, sin fecha; este documento de idea también 
muestra el descenso en el promedio de participación electoral a nivel mundial.
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blemente frágil, régimen democrático.3 De lo anterior, eso sí, no se 
sigue en absoluto una conclusión inversa, esto es, que bajos índices 
de participación impliquen altos niveles de satisfacción. La evidencia 
indica justamente lo contrario: los que no votan se encuentran en 
rangos de apoyo a la democracia similares, o menores, a los que sí lo 
hacen, a pesar de que, no sorprendentemente, manifi estan un grado 
de desinterés en la política mayor que los inscritos.4 En general, no 
es el caso que los que se abstienen de votar lo hagan porque rechazan 
en forma más radical que el resto el régimen democrático per se. En 
efecto, no parece posible aventurar ninguna inferencia específi ca en 
relación a los que no votan sólo sobre la base de su comportamiento 
electoral.5 Aún así, algunos ciudadanos podrían aducir que su abs-
tención electoral involucra algún tipo de expresión política, al igual 
que la participación más activa de los que votan. Es innegable que 
esto puede ser así a nivel subjetivo; es decir, cada sujeto puede sentir 
que expresa algo cuando tiene la opción, y la ejerce conscientemente, 
de no votar. Pero en cuanto mecanismo de comunicación política 
intersubjetivo, el abstenerse de votar es sumamente inefi ciente. En 

3 Estoy pensando, por ejemplo, en los altos niveles de participación que típica-
mente se dan durante los primeros años de las transiciones a la democracia luego 
de períodos autoritarios. En Chile, el plebiscito de 1988, que contó con una muy 
alta participación electoral, es un caso representativo.

4 Esta evidencia proviene, claro está, de encuestas de opinión pública, y sólo de 
aquéllas que registran las diferencias entre los encuestados y encuestadas que vo-
taron, o que están inscritos(as) y los(as) que no. Me detengo en este punto para 
remarcar el hecho de que no es posible inferir un sentido específi co y claro del 
abstencionismo, ni mucho menos aventurar una predicción de cómo votarían los 
que actualmente no lo hacen si se vieran obligados a hacerlo (véase, por ejemplo, 
Huneeus, 2006: 13-44; también Lehmann, 1998).

5 Esto es especialmente cierto en el caso chileno. Dada la muy peregrina combi-
nación de inscripción voluntaria y voto obligatorio, se ha instalado, en la práctica, 
un fuerte desincentivo a la participación electoral. ¿Qué agente medianamente ra-
cional, si tiene alguna duda, por pequeña que fuese, y por las razones que fuera, 
en cuanto a votar o no, estaría dispuesto a inscribirse bajo el requerimiento de que 
tal inscripción lo condena a participar por el resto de su existencia? En este con-
texto, atribuirle alguna peculiaridad político-ideológica a los que no se inscriben 
simplemente no se sostiene. Así, se remarca el hecho de que la abstención no es 
«expresiva» de ningún mensaje político en particular, y que toda interpretación de 
su sentido será mera especulación.
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cualquier caso, la abstención electoral es de difícil interpretación, y 
como se ha dicho, no es para nada claro que involucre rechazo o des-
afección, sino que puede signifi car un sinnúmero de otras cosas. En 
efecto, la realidad respecto del caso chileno en cuanto a cómo son los 
que no votan, puede ser bastante distante de lo que podría colegirse 
intuitivamente: lo poco que se sabe respecto de las opiniones y pers-
pectivas de este grupo, mayoritariamente compuesto por personas 
entre 18 y 29 años, es que en realidad sus posiciones y percepciones 
de lo político tienden a ser similares respecto de las personas que sí 
votan, especialmente si se las estratifi ca de acuerdo a tramos etarios 
(Huneeus, 2006; Lehmann, 1998).  

Es evidente que los mecanismos de inscripción, y las fórmulas 
obligatorias o voluntarias, son aspectos importantes, pero no los úni-
cos involucrados en el esfuerzo por aumentar los índices de partici-
pación electoral y, obviamente, no deben pensarse como una pana-
cea para todos los problemas de la democracia: mejorar la educación 
cívica, transparentar las decisiones y la información política, regular 
las encuestas de opinión pública, aumentar la «calidad» del debate 
público, incrementar la competitividad de las elecciones —cosa que 
está ligada en el caso chileno a la reforma del sistema electoral bi-
nominal— son todos elementos que podrían incidir en aumentar la 
participación electoral. Sin embargo, debe también consignarse que 
la evidencia que conocemos demuestra, sin lugar a dudas, que el me-
canismo más efi caz para aumentar la participación electoral es la in-
troducción de la obligatoriedad en alguna de sus formas, en especial, 
pero no de manera exclusiva, en aquellos casos en los que la obliga-
toriedad se sanciona efectivamente.6

También quisiera dejar en claro que, a pesar de que defenderé 
la alternativa de la inscripción automática y la obligatoriedad de la 
participación electoral, considero que el actual sistema que existe en 
Chile es tan perverso, que incluso soluciones a medias como la ins-
cripción automática y el voto voluntario serían preferibles. Es más: 
incluso propuestas muy malas como la inscripción voluntaria y el 
voto voluntario también serían —aunque con serias reservas y mu-

6 Véase Hirczy (1994) y Hill y Louth (2004). Para la evidencia empírica del im-
pacto de la obligatoriedad del voto, véase idea (2004) y el resumen de la data en 
Valenzuela (2006).
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chas califi caciones y reparos— preferibles al advenedizo sistema ac-
tual de inscripción voluntaria y voto obligatorio, combinación que 
francamente no puede ser considerada sino como el peor de todos 
los mundos.

III

Podría argumentarse que la participación en elecciones es sólo una 
de las múltiples formas que puede tomar la participación política. 
Mucho se ha hablado de las «nuevas formas de participación», a pe-
sar de que casi nunca se explicita qué es lo que se quiere decir con 
esta tan manida frase. Ciertamente la pertenencia a movimientos y 
asociaciones que persiguen infl uir sobre la toma de decisiones pú-
blicas debe ser reconocida como una forma de participación polí-
tica muy relevante. Sin embargo, me parece que tanto por razones 
históricas —es decir, por el simbolismo derivado de las luchas por 
el sufragio universal— como por su sentido expresivo de una condi-
ción ciudadana plena, la participación electoral debe ser considerada 
como una manifestación fundamental de la participación política. 
En otras palabras, la participación electoral es una de las expresiones 
más elementales de nuestra condición ciudadana puesto que, en una 
democracia representativa, provee la oportunidad para indicar níti-
damente nuestras preferencias y voluntades políticas.

En primer lugar, la inscripción automática se justifi ca en el con-
texto de una interpretación de la soberanía popular. Se es ciudadano 
o ciudadana no porque se lleve a cabo un trámite de registro al ins-
cribirse en algún cuaderno o archivo. De hecho, algunos han usado 
la categoría «ciudadanía electoral», aparentemente para diferenciar-
la del resto de las implicancias que la ciudadanía tiene (Valenzuela, 
2004: 1). La ciudadanía, y el conjunto de derechos y obligaciones que 
involucra, es ya automática: si quebrantamos la ley se nos multa o 
encarcela; se nos cobran impuestos «automáticamente»; y, por cierto, 
«automáticamente» recibimos los benefi cios derivados de la ciuda-
danía, que se pueden resumir bajo la rúbrica de la protección de la 
ley en un Estado de Derecho democrático. En otras palabras la ciuda-
danía es, en la vasta mayoría de las implicaciones de esta condición, 
ya automática, y por ende la automaticidad de la inscripción en los 
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registros electorales es coherente con tal circunstancia.7 La justifi ca-
ción de la inscripción automática, por lo tanto, me parece poco pro-
blemática.

Es la obligatoriedad de la participación electoral, por cierto bajo 
la amenaza de castigo esgrimida por el aparato coercitivo del Estado, 
la que requiere de alguna argumentación más elaborada. En especial, 
es común sugerir que la obligatoriedad sería antidemocrática, ya que 
sería contraria a los principios éticos más básicos que sostienen nor-
mativamente al régimen democrático. Considero que tales sugeren-
cias, aunque intuitivamente plausibles, son erróneas.

IV

Para desplazar tales preocupaciones, hay dos líneas de argumentación 
principales a nivel normativo. La primera, defendida admirablemen-
te por Arend Lijphart en un famoso artículo de 1997 que reproduce 
su discurso de despedida como presidente de la American Political 
Science Association (apsa), se remite a la categoría «igualdad» (véa-
se Lijphart, 1997). Esta línea de argumentación sugiere que la parti-
cipación electoral obligatoria satisface más adecuadamente las pro-
mesas igualitarias de la democracia por cuanto, en general —y esto 
avalado por la evidencia comparada—, en los sistemas voluntarios 
los que no participan tienden a pertenecer mayoritariamente a los 
niveles socioeconómicos más bajos. Por lo tanto, en vista a promover 
la representatividad de los intereses de los grupos menos favorecidos 
en la escala social —quienes son a su vez los menos capacitados para 
infl uir en las decisiones públicas, y los que más difi cultades tienen 
en asociarse y agruparse para defender sus intereses— se justifi caría 
implementar la obligatoriedad de la participación electoral. Nótese 
que estamos hablando de asegurar mejor la igualdad política para 
aquellos menos favorecidos socioeconómicamente.

En el caso chileno en específi co, la diferencia más notoria en la 
actualidad entre los que participan electoralmente y los que no lo 
hacen, no es a nivel socioeconómico, donde los promedios son simi-
lares, sino a nivel etario.8 Sin embargo, nada indica que si se intro-

7 Clarisa Hardy (2005: 115-7) plantea un argumento similar.
8 Se ha calculado que en Chile hasta un 80% de los no inscritos son menores de 
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dujera la voluntariedad esta circunstancia no se adecuaría a la reali-
dad comparada, alterando la composición del grupo que se abstiene, 
acercándola así más a la realidad generalizada en las democracias 
mundiales en cuanto a que los que se abstuviesen serían los menos 
favorecidos en la escala social, en particular en lo que respecta a años 
de escolaridad completada, lo que haría de los niveles de educación 
una virtual forma de discriminación política.  

En todo caso, el que la mayoría de los que no participan electo-
ralmente en Chile sean menores de 29 años desde ya implica una 
desigualdad discriminatoria: un grupo en particular de ciudadanos y 
ciudadanas, carece, en su mayoría, de representación política.  Es ob-
vio que la carencia de participación electoral de este grupo —como 
lo sería si fuese cualquier otro, ya sea racial, étnico, socioeconómico, 
etcétera— lo deja en una posición ciudadana disminuida, y es razo-
nable suponer que sus intereses, objetivos y visiones de mundo se 
ven subrepresentados por la clase política chilena. Después de todo, 
al no estar inscritos no existe ningún incentivo electoral para que 
la clase política intente canalizar sus voluntades, traduciéndolas en 
políticas públicas que las interpreten cercanamente. Existe mucha 
evidencia comparada que demuestra que la clase política tiende a ig-
norar a aquellos que no participan electoralmente. Este mismo punto 
es presentado de una manera un tanto diferente por Lisa Hill (2000), 
cuando se refi ere a los que denomina los «políticamente tímidos» 
(the politically shy), quienes tienden a ser parte de grupos marginales 
(o marginados) de la sociedad. Entre éstos se encuentran los más 
pobres, inmigrantes recientes, aquellos con bajos niveles de educa-
ción, y, claro está, los jóvenes (Hill, 2000: 37). En efecto, Hill extiende 
el argumento de Lijphart, sugiriendo que la discriminación de facto 
que sufren los pobres en sistemas voluntarios se aplica también, más 

treinta años (Navia, 2004: 96). En el plebiscito de 1988, cuando se reabrieron los 
registros de inscripción, cerca de un 90% de la población en edad de votar parti-
cipó. El descenso se explica porque, desde entonces a esta parte, al cumplir los 18 
años, la ciudadanía, en su mayoría, decide no inscribirse. Nótese que esto también 
implica un universo electoral virtualmente estancado. Un electorado cada vez más 
pequeño provoca que el sistema se vea cada vez más vulnerable al infl ujo sobredi-
mensionado de pequeños grupos altamente organizados que ejercen su infl uencia 
sobre la clase política. Este punto es planteado, de una manera un tanto distinta, 
por Olson (1965: 175). Valenzuela (2006) también sugiere algo parecido.  
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en general, a todos aquellos que, por una u otra razón, son, o se con-
sideran a sí mismos, marginales dentro de la sociedad.

V

Hill también apunta hacia el segundo conjunto de argumentos nor-
mativos que podrían justifi car la obligatoriedad de la participación 
electoral, aquél que no se refi ere tanto a la desigualdad que los siste-
mas voluntarios tienden a generar, sino al que pretende desplazar la 
crítica relativa a la limitación a la libertad que la obligación supues-
tamente involucraría. Hill plantea que la discusión relativa a la vo-
luntariedad u obligatoriedad de la participación electoral pareciera 
remitirse a una discusión entre principios democráticos versus prin-
cipios liberales: 

Th ose who privilege the democratic over the liberal principles in this 
philosophical tug-of-war generally argue that compulsory voting im-
poses a relatively minor restriction on personal freedom in compa-
rison to other problems of collective action resolved in democracies 
by mandatory means such as paying taxes, jury duty and compulsory 
school attendance (Lijphart, 1997: 1). Compulsion embodies an im-
plicit assumption that the harm of restricting the freedom to abstain 
is outweighed by the benefi ts which accrue. Th e restriction of a nega-
tive liberty is conceived to permit the realisation of a range of positi-
ve freedoms which are thought to fl ow from increased participation 
and a more representative legislature.

Th is type of argument would be unlikely to convince hard line, 
‘negative liberty’ type liberals who tend to regard rights as inaliena-
ble and inviolable. Rights automatically trump utilities in quandaries 
like these; hence the persistence of voluntary voting in many coun-
tries (2000: 32).

Me parece que la descripción de los términos del debate que Hill 
hace es, en general, correcta. La mayor parte de los argumentos pre-
sentados a favor de la participación electoral obligatoria se constru-
yen en términos abiertamente consecuencialistas, proponiendo que 
los benefi cios derivados de la (ínfi ma) limitación a la libertad que 
involucra obligar a los individuos a participar de las elecciones se ve 
más que compensada por otros benefi cios, como mayor legitimidad, 
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representatividad o estabilidad del sistema político democrático. Por 
cierto, tal como en cualquier argumento de corte consecuencialis-
ta, la validez de esta posición depende de supuestos muy difíciles 
de comprobar respecto de los eventuales efectos a corto, mediano 
y largo plazo de la introducción de la obligatoriedad. El intento de 
establecer nexos causales entre la obligatoriedad y benefi cios espera-
dos es sumamente arriesgado científi camente.  Como se ha dicho, lo 
que no es incierto es que la introducción de la obligatoriedad, espe-
cialmente cuando ésta es sancionada, es el mecanismo más efectivo 
para aumentar la participación electoral. Más allá de esto, las con-
secuencias positivas (o incluso negativas) de altos niveles de parti-
cipación electoral son muy difíciles de demostrar rigurosamente, a 
pesar de los loables esfuerzos en esta dirección de, por ejemplo, la 
misma Lisa Hill.9

Como se ha dicho, sin embargo, la forma en la que Hill enmarca 
el debate es útil para esclarecer sus términos. Justamente, el segun-
do argumento normativo, y el que considero más persuasivo, tiene 
que ver no tan solo con la igualdad, sino más bien con la libertad, y 
se refi ere a la vieja preocupación de Tocqueville, de Constant y de 
otros, en cuanto a que uno de los peligros que viven las democra-
cias es que los individuos se preocupan preferentemente del goce 
de su libertad individual, descuidando así los soportes institucio-
nales y colectivos que protegen esa misma libertad. Uno de los fi nes 
principales de un régimen democrático es la protección de la liber-
tad individual, y uno de los mecanismos a través de los cuales se 
sostiene un régimen democrático es en la expresión de la soberanía 
popular en la participación en elecciones de representantes. En este 

9 Véase, por ejemplo, el no muy persuasivo argumento que Huneeus (2006: 36) esbo-
za respecto de las consecuencias del fi n del voto obligatorio en 1993 en Venezuela.  
Tal como Huneeus dice, el fi n del voto obligatorio signifi có un dramático descenso 
en la participación electoral, lo cual probablemente incidió en una disminución 
signifi cativa de la legitimidad de los partidos históricos. Pero parece osado inferir 
un nexo causal entre la introducción de la voluntariedad del voto, la grave crisis de 
la democracia venezolana y la elección de Hugo Chávez. Sin duda, concuerdo con 
Huneeus en que se trata de un interesante caso de estudio, pero dado el enorme 
número de variables involucradas habría que ser bastante cauto al evaluar el grado 
de impacto que el fi n del voto obligatorio ha tenido en el desarrollo del sistema 
político venezolano.   
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sentido, la obligatoriedad de la participación electoral contribuye a 
una más efectiva protección de la libertad individual; o, si se quiere, 
la libertad compartida de la comunidad política que se expresa en 
la participación electoral es un soporte para la libertad individual. 
El ejercicio de la participación electoral es la declaración más ele-
mental, y posiblemente la menos onerosa, del esfuerzo por proteger 
la libertad, y por lo tanto, en una república democrática la libertad 
compartida de la comunidad política, y la libertad individual, se 
imbrican. Bajo este prisma, la inscripción automática y la obliga-
toriedad de la participación electoral se justifi can en nombre de la 
defensa de la libertad.

Este argumento es importante porque pienso que una de las res-
puestas más comunes en contra de la obligatoriedad de la participa-
ción electoral se remite justamente a la categoría libertad, partiendo 
de la idea de que, dado que la democracia se dedica a proteger la 
libertad, sería contradictorio con ella, y por ende antidemocrático, 
obligar a las personas a participar electoralmente. Como he dicho, 
intuitivamente, esta posición parecería tener asidero. No obstante, 
creo que es falsa.  

Debemos reconocer que, en las sociedades democráticas en las 
que vivimos, existe un enorme número de obligaciones e impedi-
mentos que jamás se nos ocurriría clasifi car como antidemocráticos 
en principio. Las leyes, en general, constituyen obligaciones e im-
pedimentos a lo que quizás quisiéramos hacer de otra manera, tí-
picamente bajo la amenaza de castigo ante su incumplimiento. Sin 
embargo, los sistemas legales en las repúblicas democráticas tienen 
como uno de sus fundamentos esenciales una mejor protección de la 
libertad individual. Las leyes de tránsito son un ejemplo clásico, en 
tanto ciertamente obligan e impiden, pero en vistas a facilitar el ejer-
cicio de la libertad, en este caso de transportarse de un lugar a otro. 
Por supuesto que, en principio, más libertad es preferible a menos 
libertad, pero esto debe referirse al conjunto de libertades, al sistema 
de libertades reguladas y cuyo goce se hace posible por las leyes. A 
lo que se apela aquí es al bien común en la forma de una mejor pro-
tección de las libertades básicas de todos los ciudadanos, es decir, se 
apela al bien de todos y de cada uno de los ciudadanos y ciudadanas 
en referencia a su libertad.  
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La libertad de los ciudadanos y ciudadanas no puede ser contabili-
zada como un ejercicio aritmético de suma y resta, libertad por liber-
tad. Rawls, por ejemplo, plantea, razonablemente en mi opinión, que 
toda ley restringe la libertad —aproximándose, por ende, a una con-
cepción de libertad negativa10— en el mero sentido en el que impide 
u obliga ciertos actos, y así en muchas ocasiones implica restringir el 
libre ejercicio de la voluntad de los individuos o grupos. Sin embar-
go, el punto esencial de Rawls no es este, sino que la libertad puede 
ser mejor protegida, o ampliada a través de las leyes.  ¿Cómo es esto 
posible si la ley limita la libertad? Rawls demuestra que las libertades 
básicas constituyen una «familia», es decir, que están relacionadas 
entre sí, «and that it is this family that has priority and not any single 
liberty by itself, even if practically speaking, one or more of the ba-
sic liberties may be absolute under certain conditions» (1993: 357). 

Rawls subraya este punto en el contexto de las regulaciones legítimas 
a la libertad de expresión —ciertamente una de las libertades básicas 
más fundamentales—durante campañas electorales, es decir, en re-
lación a la regulación del uso del dinero para difundir mensajes po-
líticos durante campañas. Según Rawls, la protección del igual valor 
de la efectividad de la expresión destinada a infl uir en el gobierno y a 
promocionar ideas y candidatos a cargos a través de la regulación del 
gasto en campañas electorales, amplía y mejor protege el sistema de 
libertades básicas. Siguiendo una línea argumental consistente con el 

10 Si Rawls adopta o no una concepción negativa de la libertad es un punto su-
mamente complejo que no puedo dilucidar aquí. Sólo diría que tengo mis dudas 
respecto de la interpretación de Philip Pettit (1997), por ejemplo, quien le atribuye 
una concepción estrictamente negativa con un pedigrí directamente hobbesiano 
y benthamita. Pettit introduce esta interpretación con el propósito de demostrar 
las diferencias que existirían entre el republicanismo y el liberalismo, en este caso 
el rawlsiano. Cabe hacer notar que el mismo Rawls rechaza la existencia de una 
fundamental opposition entre el republicanismo y su versión del liberalismo (véase 
Rawls, 1993: 205-6). Rawls repite y expande el mismo punto en Justice as Fairness. 
A Restatement (2001: 142-6). Hago referencia a este debate porque es común su-
gerir que una de las contribuciones más signifi cativas del republicanismo es jus-
tamente el posibilitar entender la ley como un mecanismo que no sólo limita la 
libertad sino que la amplía. Me parece que Rawls, sin duda de manera distinta, 
logra establecer el mismo punto, quizás sin requerir la introducción de una nece-
sariamente polémica redefi nición de la libertad.
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liberalismo rawlsiano, aquí se apela a principios que justifi can la obli-
gatoriedad de la participación electoral que ya están implícitos en las 
prácticas y en los principios éticos básicos que confi guran el sustrato 
normativo de las democracias.

VI

En efecto, el mismo Rawls argumentó alguna vez a favor de la obliga-
ción de la participación electoral, apoyándose en la conocida analo-
gía con la obligación de pagar impuestos.

[An] anomaly arises when the law is just and we have a duty of fair 
play to follow it, but a greater net balance of advantages could be 
gained from not doing so. Again, the income tax will serve to illus-
trate this familiar point: Th e social consequences of any one person 
(perhaps even many people) not paying his tax are unnoticeable, and 
let us suppose zero in value, but there is a noticeable private gain for 
the person himself, or for another to whom he chooses to give it (the 
institution of income tax is subject to the fi rst kind of instability). 
Th e duty of fair play binds us to pay our taxes, nevertheless, since we 
have accepted, and intend to continue doing so, the benefi ts of the 
fi scal system to which the income tax belongs. Why is this reasonable 
and not a blind following of a rule, when a greater net sum of advan-
tages is possible?—because the system of cooperation consistently 
followed by everyone else itself produces the advantages generally 
enjoyed, and in the case of a practice such as the income tax there 
is no reason to give exemptions to anyone so that they might enjoy 
the possible benefi t. (An analogous case is the moral obligation to 
vote and so to work the constitutional procedure from which one 
has benefi ted. Th is obligation cannot be overridden by the fact that 
our vote never makes a diff erence in the outcome of an election; it 
may be overridden, however, by a number of other considerations, 
such as a person being disenchanted with all parties, being excusably 
uninformed, and the like) (1999: 197). 

Hasta donde he podido determinar, ésta es la única ocasión en 
la que Rawls argumenta explícitamente a favor de la obligatoriedad 
del voto. Es interesante notar que la presenta de forma bastante es-
tricta, bajo la forma de una obligación moral, análoga a la obligación 
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a pagar impuestos. No me queda claro, eso sí, que el argumento de 
Rawls sea aquí completamente persuasivo; quizás es por esta razón 
que nunca lo elaboró mayormente. Creo que la difi cultad radica en 
que la analogía, aunque sugerente, no es precisa. Más adelante trataré 
de mostrar por qué no lo es. Pero es sugerente porque, por un lado, 
remarca el hecho de que consideramos que obligaciones mucho más 
onerosas como el pago de impuestos no involucran, en principio, una 
infracción a nuestra libertad. Y por otro lado, la analogía muestra que 
de deberes elementales, como la reciprocidad en el cumplimiento de 
actividades que promueven la distribución de benefi cios para todos, 
incluido uno mismo, se puede seguir una obligación en cuanto a la 
participación electoral.

De esta manera nos acercamos a un argumento que fundamenta 
la noción de que la participación electoral debería ser considerada 
como un deber y no como un derecho. Desde la perspectiva de la 
justicia, de lo justo, es razonable la exigencia de apoyar y promover 
instituciones justas en lo que a nosotros atañe. Esta exigencia, o este 
deber, nuevamente siguiendo a Rawls, se constituye en la responsa-
bilidad de acatar leyes y de hacer la parte que nos corresponde en 
relación a instituciones justas, cuando aquéllas se aplican a nosotros; 
y segundo, debemos asistir en el establecimiento de ordenamientos 
colectivos justos cuando éstos no existen, al menos cuando esto pue-
da hacerse sin incurrir en grandes sacrifi cios personales. Se sigue, 
entonces, que es razonable que, si la estructura básica de una socie-
dad es justa, o razonablemente justa dadas las circunstancias y los 
contextos particulares, todos los miembros de esta sociedad tengan 
un deber de colaborar —siempre que los costos personales sean ba-
jos— en la promoción, protección y perfeccionamiento de esta es-
tructura básica. Parto del supuesto de que la democracia, y la de-
mocracia chilena en particular, a pesar de sus múltiples defi ciencias, 
constituye una estructura básica justa de la sociedad, en tanto su sis-
tema jurídico e institucional protegen, razonablemente bien, dadas 
las circunstancias específi cas, las libertades básicas de los individuos 
(Rawls, 1971: 334).  

Como he dicho, es evidente que la obligatoriedad de la partici-
pación electoral involucra forzar a algunas personas a hacer algo 
en contra de su voluntad. Pero quiero argumentar que los costos en 
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cuanto a la restricción de la libertad personal son tan bajos, que se 
justifi can, en los términos que he defendido anteriormente, puesto 
que se remiten a un deber relativo a la promoción y protección de la 
estructura básica de una sociedad razonablemente justa; esto es, una 
sociedad que protege adecuadamente la misma libertad personal.

¿Por qué digo que los costos son bajos? Primero, nótese que he 
intentado usar consistentemente la frase «obligatoriedad de la par-
ticipación electoral», en lugar de «obligatoriedad del voto». Lo que 
quiero remarcar con esta distinción es que la obligación a la que ha-
cemos referencia alude no tanto a votar per se, sino a concurrir, de 
vez en cuando, a un lugar de votación, hacer una cola, y depositar 
un papelito en una caja. Por cierto, en relación a otras obligaciones 
—como el pago de impuestos, como la obligación eventual de con-
tribuir a la defensa militar de nuestro país, etcétera— ésta no parece 
ser particularmente molesta. Además, nada impide que el ciudada-
no o ciudadana que no desea manifestar preferencia electoral alguna 
anule su voto, confundiéndolo, ex profeso, con los votos de aquellos 
que no saben votar. Por ende, la opción de no manifestarse de nin-
guna manera, existe en sistemas que contemplan la obligatoriedad de 
participación electoral. Y por supuesto también existe la posibilidad 
de rechazar la elección, o el menú de candidatos, a través del voto en 
blanco.11

En fi n, si la participación electoral produce los eventuales bene-
fi cios que he descrito respecto de una mejor y más efi caz protección 
de la libertad personal, ¿por qué es que existe baja participación elec-
toral en la vasta mayoría de las democracias donde es voluntaria? 
Quisiera sugerir que lo que se tiene es un problema de acción colec-
tiva. Es palmario que la participación electoral no produce benefi cios 
directos fácilmente reconocibles para cada individuo en particular: 
es prácticamente imposible que en un universo de miles o millones 
de votantes, el voto de cada uno en particular pudiese ser determi-
nante para defi nir la elección de uno u otro representante; o, mucho 
menos, determinante en la eventual adopción de uno u otro conjun-
to de políticas públicas. Asimismo, dados los niveles de desafección 

11 Por esta razón pienso, además, que las cláusulas de escape que Rawls sugiere 
para la obligatoriedad —«a person being disenchanted with all parties, being excu-
sably uninformed, and the like»— no son persuasivas.
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política por todos conocidos, es mera especulación suponer, genera-
lizadamente, algún tipo de benefi cio «simbólico» o «expresivo» en 
el acto de participación electoral. Es más, esperar que cada votante 
interprete su voto en particular como una contribución específi ca a 
la protección de la libertad tampoco es razonable. Es en problemas 
de acción colectiva, justamente, donde se hace legítima la obligato-
riedad. Si lo que he argumentado parece razonable, entonces los que 
no votan, son en efecto free riders, o polizones, que se benefi cian de 
un sistema democrático que protege sus libertades sin contribuir a 
la custodia y promoción de esta protección, la cual, de hecho invo-
lucra costos personales —es decir, restricciones a la libertad perso-
nal— bajísimos. Que los costos involucrados en la obligatoriedad 
de la participación electoral son bajos en relación a los benefi cios, y 
que de hecho son, en general, percibidos como tales por los votantes, 
queda demostrado por los niveles de participación existentes en los 
sistemas voluntarios. Bajo esta lógica de elección racional, lo que de-
bería llamar la atención no es tanto lo bajo que son estos índices, sino 
que no sean aún más exiguos.12  

12 Aldrich (1993: 261-5) argumenta que la participación electoral no constituye 
un buen ejemplo de un problema de acción colectiva, ya que se trata, según él, de 
una situación de bajos costos y bajos benefi cios. Para Aldrich los casos interesantes 
de problemas de acción colectiva son aquellos que tienen altos costos y altos bene-
fi cios. El argumento de Aldrich es muy interesante, pero no concuerdo con él. En 
primer lugar porque, como ya he indicado, los benefi cios de votar en cada elección, 
para cada elector en particular, son ciertamente bajos si se concentra la atención 
sólo en una decisión sobre votar o no en el contexto de un sistema voluntario. Sin 
embargo, niveles de participación electoral sostenidamente altos a través del tiem-
po conllevan benefi cios signifi cativamente altos en cuanto inclusión, legitimidad, 
fortaleza y estabilidad del sistema democrático; todo lo cual incide en una mejor 
protección de las libertades de cada votante. Desde esta perspectiva, los benefi -
cios no son bajos, aunque no inmediatamente perceptibles por el votante medio.  
Posiblemente sea el sesgo de pensar este tema exclusivamente desde el contexto 
de un régimen voluntario el que impide que Aldrich tome en cuenta este punto.  
En segundo lugar, y quizás en un sentido más teórico, me parece que los casos 
interesantes de problemas de acción colectiva no son sólo aquellos caracterizados 
por altos costos y altos benefi cios, sino también aquellos de bajos costos y altos 
benefi cios, como, si es correcta mi posición, sería la participación electoral. Si los 
benefi cios se reciben independientemente de mi participación en los esfuerzos por 
producirlos, que estos esfuerzos sean altos o bajos no debería incidir mayormente 



198 Tomás Chuaqui

Dada la circunstancia de un problema de acción colectiva, es del 
todo racional que cada ciudadano particular decida no votar en un 
sistema voluntario: en un universo de millones de votantes, el voto 
de cada cual será irrelevante en producir algún resultado específi co. 
Es más, no tan solo es racional no votar, sino que, dado el ínfi mo im-
pacto de cada sufragio en el resultado de cada elección, argumentar 
que existiría algún tipo de deber moral para votar en el contexto de 
un sistema voluntario no parece inmediatamente persuasivo (véase 
un argumento en este sentido en Lomasky y Brennan, 2000).

VII

Sin embargo, si existiese un sistema de participación electoral obliga-
torio, el deber moral de acatar la ley en el contexto de un régimen ra-
zonablemente justo se extendería al requerimiento legal de participar 
en los procesos electorales. Esto porque un sistema político razona-
blemente justo distribuye sus benefi cios a todos los miembros de la 
comunidad: la protección y los derechos que conceden la membresía 
en la comunidad ciudadana implican una obligación prima facie y ce-
teris paribus de obedecer la ley.13  Incluso Lomasky y Brennan (2000: 

en mi decisión relativa a incluirme o no, especialmente si los benefi cios resultan 
no de una acción discreta, sino de una serie de actos (electorales) cada uno de los 
cuales es de bajo costo.

13 Por cierto, se aplican a la obligación de la participación electoral, como en todo 
el resto de las obligaciones legales, las prevenciones derivadas de la posible legi-
timidad de que en ciertos casos, ciertos ciudadanos reclamen, en nombre de una 
eventual objeción de conciencia, ser eximidos del requerimiento;  o incluso, que se 
organicen movimientos de desobediencia civil. No parece existir ninguna caracte-
rística especial de la obligatoriedad legal de la participación electoral que la haga 
particularmente susceptible a la objeción de conciencia o a la desobediencia civil. 
Esto porque, como se trata de argumentar aquí, tal requerimiento legal es justo, por 
cuanto no viola principios éticos básicos del régimen democrático, tanto respecto 
del trato igualitario que todo ciudadano merece, como de la protección de la liber-
tad individual.  Sin embargo, incluso una autora tan fi rmemente convencida de la 
justicia de la compulsión a votar como Lisa Hill, permite la admisibilidad de la ob-
jeción de conciencia genuina (véase Hill, 2002: 443-8). En todo caso, precisamente 
porque la obligación legal de participación electoral no parece ser especialmente 
vulnerable a la objeción de conciencia, ni a la desobediencia civil, una discusión 
detallada de estos temas queda fuera del ámbito de este trabajo.
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86), quienes argumentan en contra de la existencia de un deber mo-
ral para votar en un sistema voluntario, reconocen este punto: el 
que no exista un deber moral para votar en un sistema voluntario es 
completamente irrelevante en cuanto a la conveniencia y justicia de 
introducir un sistema obligatorio. Lo único que Lomasky y Brennan 
argumentan en este respecto es que puede que existan buenas y mu-
chas razones para que los individuos decidan votar, pero el que exista 
un deber moral no es una de ellas.

Y aquí, creo, radica el problema con el argumento de Rawls en 
cuanto a la existencia de un deber moral para votar apoyado en 
una analogía con el deber de pagar impuestos. Es claro que el co-
bro de impuestos se justifi ca en tanto la consecución de bienes pú-
blicos que de otra manera no serían producidos. Como he dicho, a 
diferencia de Lomasky y Brennan (2000: 78), considero que existen 
bienes públicos que eventualmente se asegurarían mejor con niveles 
de participación electoral más altos, como mejor representatividad, 
incorporación de sectores marginales de la sociedad, y  un sistema 
democrático que proteja mejor las libertades personales. Igualmente, 
sin embargo, existe al menos una diferencia muy signifi cativa entre 
los impuestos y la participación electoral, y ésta es que en el caso del 
pago de impuestos ya está instalado un mecanismo de coordinación 
de acción colectiva. De esta manera, la exigencia de que cada indivi-
duo contribuya con su parte al fi nanciamiento de la consecución de 
estos bienes públicos no sólo es razonable, sino que, ceteris paribus, 
es claramente una obligación moral, cuyo no cumplimiento impli-
ca el benefi ciarse ilegítimamente del aporte de los demás, violando 
un principio elemental de reciprocidad. En cambio, en el caso de la 
participación electoral, en sistemas voluntarios no está instalado un 
mecanismo efi ciente de coordinación de acción colectiva. Por esta 
razón, no es claro que la responsabilidad moral de no contribuir sea 
inmediatamente análoga. Me parece, aunque no estoy en condiciones 
de demostrarlo, que la obligación moral de contribuir a un esquema 
de acción colectiva se da fuertemente cuando mecanismos efi cientes 
de coordinación están instalados. Si un sistema electoral voluntario 
que cumple razonablemente con los requisitos básicos de transpa-
rencia y de traducir justamente los votos en cargos públicos satisface 
sufi cientemente bien la necesidad de un mecanismo efi ciente de co-
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ordinación no es algo que resolveré aquí, pero parece ser un supuesto 
muy discutible en la argumentación de Rawls.

VIII

Lo que sí, pienso, debe concluirse, es que es perfectamente razonable 
y justo promover la adopción de un mecanismo de coordinación de 
acción colectiva efi caz en el caso de la participación electoral. Y no 
hay otro mejor que la obligatoriedad. Volviendo a la analogía con el 
pago de impuestos, Mancur Olson establece un punto que me parece 
relevante:

Th is sort of situation, in which workers do not participate actively in 
their union, yet wish that members in general would, and support 
compulsory membership by overwhelming majorities, is of course 
analogous to the characteristic attitude of citizens toward their go-
vernment. Voters are oft en willing to vote for higher taxes to fi nance 
additional government services, but as individuals they usually strive 
to contribute as little as the tax laws allow (and on occasion even less) 
(1965: 87).

Evidentemente, quisiera argumentar que la actitud que Olson 
describe no es tan solo racional en el caso de la introducción de la 
obligatoriedad de la participación electoral. Me parece que es además 
un deber en el sentido que se había refrendado anteriormente, esto 
es, en cuanto a hacer lo que nos atañe para contribuir al mayor per-
feccionamiento de un sistema político razonablemente justo dadas 
las circunstancias actuales e históricamente recientes.

En relación a esto es importante aclarar que, aunque se aceptase 
completamente el argumento de Lomasky y Brennan, no se colige de 
la presunta inexistencia de un deber moral a votar en un sistema vo-
luntario el que exista algo así como un derecho a no hacerlo en todo 
contexto. Heather Lardy ha argumentado persuasivamente en contra 
de la idea de un derecho a no votar, apoyándose en el excelente, y 
curiosamente poco citado, trabajo de Alan Wertheimer:

Th e challenge which remains is to debate the merits of a compulsory 
voting law in a manner which admits the possibility of such compul-
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sion being justifi ed convincingly, given that ‘our liberal commitment to 
the minimization of legal coercion is so pervasive that we cannot even 
contemplate the idea of compulsory voting, much less defend it’...

A compulsory voting law might infringe liberty, given one inter-
pretation of that value.  It would not, however, interfere with liberty 
as non-domination, indeed would contribute to the strengthening of 
liberty in this sense.  Compulsion might thereby be justifi ed in terms 
of its contribution to securing wider participation overall or preven-
ting the informal disenfranchisement oft en attendant on prolongued 
social or economic deprivation (Lardy, 2004: 23-4).14

Lardy toma partido por una interpretación de la libertad en un 
sentido republicano, siguiendo especialmente a Pettit al defi nirla 
como «no dominación», para rechazar un derecho a no votar. Como 
he indicado anteriormente (ver nota 10), no creo que sea necesario 
hacerlo para llegar a la misma conclusión. Es decir, creo que Rawls 
tiene razón cuando plantea que no existe una oposición fundamental 
entre el republicanismo y su versión del liberalismo, y en particular 
en relación a este punto: la obligatoriedad de la participación electo-
ral no infringe la libertad, sino que amplía efectivamente el sistema 
de libertades de los individuos. En otras palabras no es indispensable 
redefi nir el concepto de libertad para que el argumento haga sentido.

IX

Sólo un último comentario: en el argumento que se ha presentado 
se intenta eludir toda acusación de un moralismo cívico excesivo. La 
defensa de la obligatoriedad de la participación electoral aquí esbo-
zada no tiene que ver con el intento de generar un tutelaje moral so-
bre los ciudadanos y ciudadanas. Es posible —y sólo posible— que la 
puesta en ejecución de la obligatoriedad de la participación electoral 
induzca algún tipo de aprendizaje cívico; si así fuese, tanto mejor. Sin 
embargo, vale la pena remarcar que ésta no es la razón por la cual se 
defi ende su introducción en este trabajo.  

Si los argumentos presentados son persuasivos, lo que corresponde 
no es tanto apelar a la conciencia cívico-moral de los ciudadanos para 

14 La cita proviene de Wertheimer (1975).
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que voten, sino más bien a su deber relativo a perfeccionar el régimen 
democrático impulsando un mecanismo de coordinación de acción co-
lectiva que haga razonable la exigencia de participar electoralmente.
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La obligatoriedad del voto en Uruguay:           

sus fundamentos

�
Carlos Alberto Urruty

C O RT E  E L E C T O R A L  D E  U R U G U AY

La norma fundamental uruguaya consagra el principio de la sobe-
ranía nacional y el régimen republicano representativo de gobierno, 
que se concilia con el reconocimiento expreso de instrumentos que 
permiten el ejercicio de democracia directa. Las bases en las que 
reposa toda la estructura institucional del Estado son los artículos 
4 y 82 de la Constitución de la República, que establecen respecti-
vamente: «La soberanía en toda su plenitud existe radicalmente en 
la Nación, a la que compete el derecho exclusivo de establecer sus 
leyes, del modo que más adelante se expresará» y «La Nación adop-
ta para su gobierno la forma democrática republicana. Su soberanía 
será ejercida directamente por el Cuerpo Electoral en los casos de 
elección, iniciativa y referéndum e indirectamente por los Poderes 
representativos que establece esta Constitución; todo conforme a las 
reglas expresadas en la misma».

El sistema elegido por el constituyente no importa la exclusiva re-
presentación del soberano por los poderes Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial, ya que hay una parte o forma del poder que ha de ejercerse 
directamente por el cuerpo electoral. Pero es preciso recordar que 
conforme al texto constitucional la soberanía radica en la Nación, 
no en el pueblo. Esto obliga a no confundir «pueblo» con «cuerpo 
electoral». El pueblo lo integran todos los individuos alcanzados por 
el ordenamiento jurídico. El cuerpo electoral lo integran exclusiva-
mente las personas a las cuales la Constitución confi ere el poder de 
intervenir en la selección de los gobernantes y de ejercer en forma 
directa poderes de soberanía. Tal como lo señaló el profesor Arcos 
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Ferrand, en ningún caso la Constitución admite que el cuerpo elec-
toral esté desligado de toda norma en cuanto a su propia actuación. 
Ello resulta de la parte fi nal del artículo 82 citado, conforme al cual, 
en todo caso, la soberanía ha de ejercerse conforme a las reglas ex-
presadas en la Constitución.

La armonización de los artículos 4 y 82 citados consagra el princi-
pio fundamental que caracteriza y permite afi rmar que nos encontra-
mos en presencia de un Estado de Derecho: no existe entidad, agru-
pamiento u órgano de gobierno, directo o representativo, dotado de 
un poder tal que le permita actuar por encima o al margen de la 
Constitución.

El cuerpo electoral, que ejerce directamente la soberanía, es, tam-
bién él, un órgano de gobierno. «Un órgano dotado de atribuciones 
taxativa y precisamente enumeradas, cuyos modos de actuación es-
tán previstos por el derecho y cuyas competencias carecen de efi ca-
cia jurídica en cuanto no se cumplan en los términos y conforme 
a las formas fi jadas por el derecho» (Justino Jiménez de Aréchaga, 
La Constitución Nacional, tomo ii, p. 157). La palabra directamente 
a que alude el artículo 82 es indicativa de la diferencia de grado en 
cuanto a su relación con el soberano que lo transforma en un órgano 
inmediato, utilizando la terminología de Jellinek, en tanto que los 
poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial son órganos mediatos.

El órgano cuerpo electoral, que ejerce directamente la soberanía 
nacional tiene reconocida por el texto constitucional una competen-
cia plurifuncional. Cumple, en forma predominante, una función 
jurídica distinta de las otras: la función electoral. Pero coparticipa 
también, mediante la iniciativa y el plebiscito en el ejercicio de la fun-
ción constituyente. Y coparticipa, asimismo, aunque en forma limi-
tada, mediante el referendum, en el ejercicio de la función legislativa 
con potestades exclusivamente derogatorias. Con la particularidad 
de que su composición difi ere según la función que está ejerciendo, 
ya que se integra sólo con ciudadanos cuando, mediante la iniciativa 
de reforma constitucional o la decisión plebiscitaria, cumple función 
constituyente, y en cambio, se integra con todos los inscriptos ha-
bilitados para votar (ciudadanos o extranjeros con derecho a voto) 
cuando ejerce la función electoral o cuando mediante el referéndum 
participa en el ejercicio de la función legislativa. 
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El reconocimiento por el constituyente de este órgano cuerpo 
electoral al cual se ha encomendado el ejercicio directo de la sobera-
nía nacional, fundamenta la obligatoriedad del sufragio.

En todos los pueblos regidos por instituciones libres, el sufragio 
se ha reconocido a los integrantes de la sociedad política como un 
derecho inherente a su condición de miembros de la misma. Pero, 
en tanto titulares de ese especial órgano de gobierno que es el cuerpo 
electoral, sus integrantes, cuando ejercen ese derecho cumplen ade-
más una verdadera función de soberanía.

La soberanía es una función que ejerce la sociedad, como un orga-
nismo especial. Es un poder o una facultad de la sociedad y no de los 
individuos que la componen, aisladamente considerados.

En su curso de Derecho Constitucional, decía Justino Jiménez de 
Aréchaga (el primero de los Aréchaga, abuelo del que cité anterior-
mente): 

El sufragio es una función de la sociedad y cuando el ciudadano 
vota lo hace solo a título de miembro de ella […] Si en casi todas las 
Constituciones políticas de los pueblos libres se dice que la atribu-
ción del sufragio es un derecho inherente a la calidad de ciudadano 
es porque la expresión ciudadano designa al hombre, no bajo el as-
pecto de ser individual y autónomo, sino como elemento componen-
te de la sociedad y como miembro, en consecuencia, de la soberanía 
nacional […] Cuando los ciudadanos votan para constituir los pode-
res públicos, no ejercen un derecho o una función personal, sino que 
concurren, como elementos componentes del organismo social, a la 
producción de una acción compleja de este organismo.

Los derechos individuales los posee el hombre por su sola calidad 
de hombre, son inherentes a su naturaleza, constituyen los atributos 
de su personalidad. El sufragio sólo corresponde al individuo como 
miembro de la sociedad política. Los primeros son funciones del 
individuo; el segundo es propiamente una función de la sociedad. 
Todo miembro de la sociedad política tiene la obligación más es-
tricta de contribuir con su voto a la constitución de los centros de 
autoridad destinados a regir los intereses públicos.

Si el sufragio se encara exclusivamente como un derecho, ¿por qué 
condenar a quien lo vende o lo emplea de modo que sea bien recibido 
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por la persona a la que se desea agradar por motivos interesados? 
A diferencia de los derechos individuales que son ejercidos por los 
individuos teniendo en cuenta solo su interés personal, sus deseos y 
aún sus caprichos, sin más restricción que el respeto a la libertad aje-
na, los derechos políticos —y el sufragio es su mayor ejemplo— por ser 
funciones propias del organismo social, por poseerlos los ciudadanos 
únicamente a título de elementos componentes de ese organismo, y 
por tener por exclusivo objeto la dirección de los intereses públicos, 
sólo deben ser ejercidos teniéndose en consideración el bien público, 
los intereses políticos de la sociedad.

La normativa uruguaya

 La Constitución uruguaya de 1918 introdujo en su Sección ii 
las bases del sufragio. Luego de establecer que todo ciudadano 
es miembro de la soberanía de la Nación y como tal elector y 
elegible en los casos y formas que se designarán, dispuso que 
el sufragio se ejerza en la forma que determine la ley pero so-
bre las bases que a continuación enumera. La primera de las 
bases enumeradas es «la Inscripción obligatoria en el Registro 
Cívico».

 La Ley 7.690 de 9 de enero de 1924, que organizó el Registro 
Cívico Nacional y creó la Corte Electoral, tipifi có en su artículo 
194 como delito electoral «la omisión en que incurren los ciu-
dadanos al dejar voluntariamente de inscribirse en el Registro 
Cívico Nacional».

 La reforma constitucional de 1934 otorgó jerarquía constitu-
cional a la Corte Electoral, extendió el derecho al sufragio a los 
extranjeros con familia constituida en el país y determinada 
cantidad de años de residencia en el mismo, aun cuando no 
optaran por obtener la ciudadanía uruguaya y, al enumerar las 
bases del sufragio, agregó a la condición de secreto su carácter 
obligatorio.

 La obligatoriedad del sufragio no tuvo sanción hasta la promul-
gación de la Ley 13.882 el 18 de septiembre de 1970. En esta 
ley se establece una pena de multa, cuyo monto debe fi jar la 
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Corte Electoral previamente a cada elección, a quien, sin causa 
justifi cada, no cumpliere con la obligación de votar y, además, 
la prohibición de ingresar a la Administración Pública. La ley 
describe las causas fundadas que eximen de la obligación de 
votar, la forma de acreditarlas y establece un conjunto de vías 
indirectas para obligar al pago de la multa a quien, no estando 
asistido de una causal de justifi cación, ha omitido cumplir con 
su obligación.

 Uruguay se ha caracterizado durante el siglo pasado por regis-
trar un elevado porcentaje de votantes en sus actos electorales. 
Ese porcentaje fue considerablemente aumentado a partir de 
la sanción de la ley de septiembre de 1970. Lo demuestran las 
siguientes cifras: 1958: 71,3%; 1962: 76,6%; 1966: 74,3%; 1971: 
88,6%; 1984: 87,8%; 1989: 88,6%; 1994: 91,4%; 1999: 91,7%; 
2004: 89,6%.
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Lo bueno, lo malo y lo feo del voto obligatorio 

en Colombia: un debate inconcluso 

�
Elisabeth Ungar

U N I V E R S I D A D  D E  L O S  A N D E S ,  C O L O M B I A

El título que encabeza estas breves refl exiones sobre el voto obliga-
torio no es original (Franco, 1997). Sin embargo, en Colombia sigue 
vigente porque no parece haber acuerdo sobre la pertinencia, viabi-
lidad y utilidad de adoptar esta norma en nuestro país. En diversas 
ocasiones se ha promovido su implementación, generalmente des-
pués de conocerse los resultados electorales, y como reacción ante las 
relativamente altas cifras de abstención electoral que suelen presen-
tarse en las elecciones, en particular en las de Congreso y en las loca-
les y regionales. Las propuestas más reciente fueron formuladas por 
algunos congresistas,1 analistas políticos y periodistas,  apenas pocos 
días después de conocerse los resultados de los comicios parlamenta-
rios y presidenciales de marzo y mayo últimos, cuando la abstención 
fue del 59,42% y 55%, respectivamente.2 Además de estas propuestas, 
que podríamos llamar «coyunturales», el debate también se ha dado, 
sin que se haya aprobado ninguna proposición en este sentido, en 
el marco de las discusiones de varios proyectos de reforma política, 
como por ejemplo la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, la 
Reforma Política propuesta durante el Gobierno de Andrés Pastrana 
y el proyecto de Referendo presentado por el Presidente Álvaro Uribe 
Vélez.  

1 Concretamente, el representante a la Cámara por el departamento de Valle del 
Cauca, Roy Barreras, presentó el proyecto de Acto legislativo 101 de 2006, «Por el 
cual se establece la obligatoriedad del voto», el cual no ha comenzado a ser debatido.

2 A pesar de haber sido reelegido en la primera vuelta presidencial con una mayo-
ría cercana al 63%, sus votos solamente representan el 31% del censo electoral.
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El tema no fue incluido en los debates que antecedieron a la 
aprobación de la Reforma Política de 2003, conocida como el Alto 
Legislativo 001 de 2003, a pesar de los cambios sustanciales que esta 
introdujo al sistema electoral y de partidos. Esta reforma hace parte 
de una serie de cambios que se han aprobado en Colombia en los 
últimos tres años, y que junto con la que permite la reelección inme-
diata del Presidente de la República, van a tener efectos relevantes 
en la manera de acceder al poder, de ejercerlo y de permanecer en 
él.  Entre sus objetivos están fortalecer, democratizar y racionalizar el 
sistema de partidos y los partidos políticos, y por esta vía contribuir 
a hacer más efectivo y efi ciente el trabajo del Congreso. Asimismo, 
esta reforma dispuso que los partidos debían organizarse en banca-
das.  En cuanto al sistema electoral, los principales cambios fueron la 
introducción de la lista única, el voto preferente, la cifra repartidora 
y el establecimiento de unos umbrales mínimos para poder acceder a 
una curul en el Congreso.  

Para contextualizar el debate en el marco de la realidad colom-
biana, es importante tener en cuenta que Colombia es el único país 
de Latinoamérica donde el voto nunca ha sido obligatorio, a pesar 
de la regularidad histórica de las elecciones, como tampoco lo es el 
registro de los votantes. No obstante, existen algunos estímulos para 
los electores.   

Los argumentos a favor o en contra de la inclusión o no del voto 
obligatorio en el marco jurídico colombiano retoman las principales 
discusiones que sobre éste se han dado en otros países. Como ya se 
señaló, una de las posiciones más recurrentes a favor de la iniciativa 
en Colombia hace referencia a la supuesta incidencia positiva que la 
obligatoriedad del sufragio tendría sobre la abstención electoral y, 
en esta medida, sobre la legitimidad y credibilidad de las elecciones 
en particular y de la democracia representativa en general. Incluso, 
hay quienes han propuesto establecer la medida con carácter tempo-
ral (por un determinado número de años), aduciendo que con ello 
no solamente se lograría el propósito mencionado, sino que además 
serviría para promover una cultura política más participativa. Sin 
embargo, en contra se ha argumentado que esta temporalidad, en el 
mejor de los casos, produciría resultados igualmente temporales, sin 
que con ello se obtengan los objetivos de fondo.  
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De todas maneras, quienes no comparten el argumento de la in-
cidencia directa del voto en incrementos en la participación electo-
ral, aducen que la evidencia empírica para América Latina no es lo 
sufi cientemente contundente, y que, aún si lo fuera, la medida no 
parece haber tenido mayor ingerencia en la estabilidad institucional 
y en la profundización democrática de muchos de los países don-
de el voto no es opcional. Prueba de ello son países como Bolivia, 
Perú, Venezuela y Ecuador. Además, señalan que en muchos casos la 
participación se relaciona más directamente con el interés —o des-
interés— que suscita una determinada contienda electoral que con 
la obligatoriedad del sufragio. Dentro de esta línea de pensamiento 
también se cuentan quienes sostienen que el carácter democrático de 
la participación electoral no está determinado, por lo menos sustan-
cialmente, por el número de sufragantes, sino por las reglas que de-
fi nen quiénes eligen y quiénes pueden ser elegidos y por las caracte-
rísticas del sufragio, en términos de su universalidad, y de que refl eje 
realmente la voluntad popular. Finalmente, es relevante mencionar 
que según varios autores, el voto obligatorio produciría un efecto no 
deseado y no deseable, como es el incremento de los votos nulos y 
blancos, manifestaciones electorales que en Colombia son bastante 
altas y, en el caso de los primeros, muy preocupantes. Por ejemplo, 
para las últimas elecciones de Senado los votos nulos y las tarjetas no 
marcadas alcanzaron algo más que el 16% del total de votos, mientras 
que para la Cámara de Representantes la cifra fue del 19,1% (Reina 
Otero, 2007). 

De cualquier manera, un punto de referencia importante en el 
debate sobre la conveniencia o no del voto obligatorio es el recono-
cimiento de que si bien el ejercicio del sufragio no hace necesaria-
mente democrática a una sociedad, restricciones al mismo sí hacen 
que la sociedad no sea plenamente democrática. En este sentido, es 
pertinente preguntarse si en el caso colombiano, donde diferentes ac-
tores armados han ejercido durante muchos años presiones contra 
candidatos y electores, es conveniente implementar el voto obligato-
rio. O si esta medida no tiene que estar precedida, o al menos acom-
pañada, de otras que garanticen que las elecciones van a ser libres, 
transparentes y universales.  Dicho en otros términos, el debate debe 
contemplar la disyuntiva, inevitable en Colombia, de si el voto obli-
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gatorio puede convertirse en un antídoto efi caz contra la intromisión 
armada en los procesos electorales y contra las prácticas corruptas, 
como por ejemplo la compra de votos, o si por el contrario puede 
estimularlas, ante la precariedad institucional para controlarlas.

Estas inquietudes nos remiten a la pregunta de si el voto obligato-
rio constituye o no una restricción al ejercicio de un derecho y, por 
otro lado, si los niveles de abstención —por supuesto dentro de lími-
tes razonables— constituyen una limitación a la democracia.

Muchos analistas y académicos consideran que votar es un deber 
ciudadano que se desprende o va de la mano de su condición de dere-
cho ciudadano. Por ejemplo, en el Proyecto de Acto Legislativo3 que 
pretende regular la materia, se afi rma que «el salir a votar se hace un 
deber si se tiene en cuenta la función política del voto […] Además, 
como sostiene Kelsen, el voto obligatorio no coarta la libertad del 
ciudadano en tanto que sólo lo obliga a participar en la elección, pero 
no infl uye en la manera de votar del ciudadano, ni ejerce infl uencia 
alguna sobre su voto».4 Para otros, no votar es parte del fuero de los 
ciudadanos, cuya libertad de decidir no puede ser limitada. Es decir, 
que más que un deber formal, es parte de la responsabilidad política 
de participar, pero no una obligación. Incluso, al respecto la Corte 
Constitucional conceptuó lo siguiente: 

Una tercera anotación completa la exposición del contenido norma-
tivo del sufragio como derecho, y da pie para examinar el alcance de 
su consagración también como deber. Las mismas normas que con-
sagran el ejercicio del voto como una actividad esencialmente libre 
hacen inmune al abstencionista a la acción del legislador tendiente 
a prohibir el no ejercicio del derecho al voto, o a atribuirle alguna 
pena, a la vez que hacen incompetente al Congreso para actuar de 
ese modo, «pues el sufragante conserva en todo caso el derecho de 
abstenerse de votar, votar en blanco o hacerlo en favor de cualquier 
candidato» (Sent. C-145/94, M.P. Alejandro Martínez Caballero).

Otro de los argumentos que suele esgrimirse cuando se debate la 

3 En Colombia los proyectos de Acto Legislativo son los que contienen propuestas de re-
forma a la Constitución.

4 Exposición de Motivos, proyecto de Acto legislativo 101 de 2006, «Por el cual se establece 
la obligatoriedad del voto»
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pertinencia del voto obligatorio es que, aún si este contribuye a au-
mentar la participación electoral, no es claro que estos incrementos 
puedan ser consideradas manifestaciones reales y legítimas de una 
mejor participación. Es decir, si al aumentar la participación elec-
toral se mejora automáticamente la calidad de la democracia. En la 
misma línea están quienes sostienen que al no garantizar una efi caz y 
efectiva rendición de cuentas de los elegidos ante los electores, ni una 
mejor representación, dos elementos fundamentales de la goberna-
bilidad democrática, el voto obligatorio aporta al fortalecimiento de-
mocrático. Es decir, que si bien la posibilidad de que los ciudadanos 
puedan presionar o exigirles a los gobernantes el cumplimiento de 
las promesas electorales y la satisfacción de sus demandas y necesi-
dades básicas, así como el pleno respeto de sus derechos, pasa por el 
ejercicio electoral, no se agota en él. A la luz de la experiencia recien-
te de varios países latinoamericanos donde el sufragio es obligatorio, 
no sobra sopesar las consecuencias del voto antisistema, antipartidos 
y antipolítica sobre la estabilidad de sus respectivos regímenes. Aun 
cuando algunos gobiernos de la región han recibido un amplio apoyo 
electoral, esto no necesariamente se ha traducido en un mayor res-
peto del Estado de Derecho ni en un reconocimiento de los derechos 
de las minorías.

En síntesis, la pregunta relevante parece ser si el voto obligatorio 
es o no democrático y si fortalece o debilita a la democracia. La ex-
periencia de América Latina parece no arrojar datos concluyentes y 
generalizables en una u otra dirección. Cada caso debe ser analizado 
a la luz de sus propias experiencias y de las particularidades y carac-
terísticas de su sistema político. De cualquier manera, si se quieren 
fortalecer los cimientos de la democracia, las medidas para aumen-
tar la participación  electoral tienen que ir acompañadas de políti-
cas conducentes a mejorar la calidad de la participación política en 
general y de la participación electoral en particular. Es decir, el voto 
obligatorio, o en su defecto los incentivos a los votantes, deben con-
tribuir a crear ciudadanos más informados y a mejorar los canales y 
mecanismos de rendición de cuentas.

En países como Colombia, el debate sobre el voto obligatorio no 
puede sustraerse, como ya se mencionó, de una realidad que en los 
últimos años ha estado marcada por la existencia en muchas regiones 
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del país de coacciones que limitan la libertad del sufragio —desde 
asesinatos y coacciones físicas o amenazas por parte de actores arma-
dos a candidatos, electores y jurados de votación y la presentación de 
candidatos únicos,5 pasando por la compra de votos, hasta el cliente-
lismo6—, y por difi cultades de diversa índole para depositar un voto 
informado.  

Estas preocupaciones han sido planteadas en diversos debates, 
e incluso en el Salvamento Parcial de Voto de una decisión adop-
tada por el Consejo de Estado sobre el referendo propuesto por el 
Presidente Álvaro Uribe, una Magistrado del Consejo Nacional 
Electoral manifestó lo siguiente: 

Si bien en Colombia no existe el voto obligatorio, el ejercicio de este 
derecho por el ciudadano que a bien lo tenga, no exime de las garan-
tías que el Estado debe conferirle para su realización, de tal suerte 
que cuando un ciudadano se ve imposibilitado de ejercer su derecho 
al voto por falta de garantías o la debida protección del Estado, es 
indudable que se le vulnera un derecho fundamental que goza de es-
pecial protección; cabe recordar  que el artículo segundo del Código 
Electoral prescribe que las autoridades tienen la obligación de prote-
ger el ejercicio del sufragio.7

A manera de conclusión, se puede afi rmar que  no hay verda-
des absolutas sobre la conveniencia o no del voto obligatorio. Sus 
ventajas, principalmente su aparente incidencia en el aumento de la 
participación electoral y una cualifi cación de la cultura política, son 
condiciones necesarias pero insufi cientes para mejorar la representa-
ción y la representatividad, la legitimidad del sistema y el fortaleci-

5 En los últimos meses, la Corte Suprema de Justicia ha comenzado a hacer pú-
blicas las investigaciones que viene adelantando contra políticos por sus supuestos 
vínculos con los paramilitares. Para un análisis sobre las relaciones entre los para-
militares y políticos, véase, entre otros, López (2005) y Duncan (2006).

6 Eduardo Díaz Uribe, por ejemplo, concluye uno de sus estudios sobre este tema 
con la siguiente afi rmación: «existe una alta relación entre los niveles de abstención 
y el monto de los recursos públicos y privados que movilizan las maquinarias con 
fi nes electorales» (tomado de Exposición de Motivos, proyecto de Acto Legislativo 
101 de 2006, «Por el cual se establece la obligatoriedad del voto», citando a Díaz 
Uribe, 1986: 68). 

7 Bogotá, 2004, Resolución núm. 6974  de 2003.
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miento de la democracia. Estos objetivos deben ir acompañados de 
decisiones que propendan por el fortalecimiento y democratización 
de los partidos políticos, el sistema de partidos y el Congreso; por la 
creación de efi caces y efectivos mecanismos de rendición de cuentas 
y por la adopción de una normatividad electoral y de fi nanciación 
política que garantice la transparencia, universalidad y libertad del 
ejercicio del deber y el derecho ciudadano de elegir y ser elegido.
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